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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 26 de abril de 1985. 
La ASAMBLEA GENERAL se reunirá el próximo mar- 
tes 30 de abril, a da hora 18, a solicitud de varios se- 
ñores legisladores, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 
ORDEN DEL DIA 
1%) Designación de la totalidad de miembros de la 
Suprema Corte de Justicia (art. 236 de la Cons- 
titución de la República). 


22%) Designación de la totalidad de los miembros del 


Tribunal de lo Contencioso Administrativo (ar- - 


tículos 308 y 236 de.la Constitución de la Re- 
pública). Li , 


39) Designación de la totalidad de miembros de la 
Corte Electoral (artículo 324 de la Constitución 
de la República). 


49) Designación de la totalidad de miembros del 
Tribunal de Cuentas (artículo 208 de la Cons- 
titución de la República). 


LOS SECRETARIOS” 
2) ASISTENCIA 


Asisten los señores senadores: Gonzalo Aguirre, José 
G. Araújo, Hugo Batalla, Jorge Batlle, Eugenio Capeche, 
Pedro W. Cersósimo, Carlos Cigliuti, Juan Raúl Ferreira, 
Guillermo García Costa, Reynaldo Gargano, Luis Hierro 
Gambardella, Raumar Jude, Luis Alberto Lacalle, Enri- 
que Martínez Moreno, Carminillo Mederos, Dardo Ortiz, 
Eduardo Paz Aguirre, Carlos J, Pereyra, Juan Martín 


TAS. 


Posadas, Américo Ricaldoni, Francisco Rodriguez Camu" 
sso, Luis A, Senatore, Uruguay Tourné, Alfredo Traver- 
soni, Francisco Ubillos, Juan J. Zorrilla y Alberto Zuma- 
rán y los señores representantes Julio Aguiar, Numa 
Aguirre, Nelson R, Alonso, Guillermo Alvarez, Juan Jus 
to Amaro, Abayubá Amén Pisani, Ernesto Amorín, Jorge 
Andrade, Nelson Arredondo, Roberto Asiaín, Héctor Ba” 
rón, Javier Barrios Anza, Carlos Bertacchi, Edgard Bo" 
nilla, Federico Bouza, Alberto Brause, César Brum, Ma- 
rio Cantón, Cayetano Capeche, Tabaré Caputi, Carlos A. 
Cassina, Washington Cataldi, José Cerchiaro San Juan, 
Juan Pedro Ciganda, Jorge Conde, Víctor Cortazzo, Eber 
Da Rosa, Julio E. Daverede, José Díaz, Ruben Escajal, 
Yamandú Fau, Francisco A, Forteza, Ruben Francolino, 
Carlos M. Fresia, Ruben Frey, Juan Fuentes, Carlos Ga- 
rat, Alem García, Washington García, Oscar Gestido, 
Héctor Goñi, Hugo Granucci, Arturo Guerrero, Luis Hie- 
rro López, Marino Irazoqui, Walter Isi, Luis Ituño, Eduar- 
do Jaurena, Raúl Lago, Daniel Lamas, Ariel Lausarot, 
Oscar Lenzi, Héctor Lescano, Oscar López Balestra, Nel- 
son Lorenzo, Jorge Machiñena, Oscar Magurno, Julio 
Maimo, Antonio Marchesano, Luis José Martínez, Miguel 
Manzi, Eden Melo, Pablo Millor, León Morelli, Carlos E. 
Negro, Germán Oller, Juan A. Oxacelhay, (pe Pasquet, 
Ramón Pereira, Juan Pintos, Carlos Pita, Lucas Pittaluga, 
Elías Porras, Baltasar Prieto, Alfonso -Requiterena, Edi" 
son Rijo, Gilberto Ríos, Héctor Lorenzo Ríos, Ricardo 
Rocha, Carlos Rodríguez Labruna, Yamandú Rodríguez, 
Raúl Rosales, Carlos Rossi, Hebert Rossi, Walter Santo- 
ro, Yamandú Sica, Jorge Silveira Zavala, Carlos Norberto 
Soto, Guillermo Stirling, Héctor Martín Sturla, Andrés 
Toriani, Victor Vaillant, Tabaré Viera, Alfredo Zaffaroni 
y Edison Zunini. j 


FALTAN: con licencia, el señor senador. José Pedro 
Cardoso y el señor representante Ricardo Lombardo. 


Con aviso, los señores senadores Manuel Flores Silva 
y Juan A. Singer. 


Sin aviso, Jos señores representantes Honorio Barrios, 
Raúl Cazabán, Ramón Guadalupe y Luis Alberto Heber. 


3) SOLICITUD DE SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. — Hablendo número, está 
abierta la sesión. 
" (Es la hora 18 y 28 minutos). 


SS 


—Dése cuenta de una solicitud de sesión. 


Se da de la siguiente: 
“Montevideo, 26 de abril de 1985. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 
Dr. Enrique Tarigo 


PRESENTE. 
De nuestra consideración: 


Los legisladores abajo firmantes, conforme a lo dis- 
puesto por el artículo 3% inciso 3% del Reglamento de la 
Asamblea General Legislativa, se dirigen a Ud. a efec 
tos de solicitarle tenga a bien convocar a la Asamblea 
General para el día martes 30 de abril de 1985, a las 
18 horas, a efectos de tratar el siguiente orden del día: 


1) Designación de los cinco miembros de la Su-' 


prema Corte de Justicia, conforme a lo dispuesto por 
el art. 236 de la Constitución de la República, 


. 2) Designación de los cinco miembros del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, conforme a lo dispues” 
to pon los arts. 308 y 236 de la Constitución de la Re- 
pública, 


3) Designación de los nueve miembros de la Corte 
Electoral, conforme a lo dispuesto por el art. 324 de la 
Constitución de la República. 
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4) Designación de los siete miembros del Tribunal 
de Cuentas conforme a lo «dispuestp por el art. 208 de 
la Constitución de la República, 


Sin otro particular, saludan al Sr. Presidente atte. 


Germán Oller, Alberto Zumarán, Carlos J, Pereyra, 
Oscar López Balestra, Elías A. Porras, (G, Rodríguez Labru- 
na, Ruben Escajal, Alem García, Gonzalo Aguirre, Ruben 
Francolino, Luis Ituño, Edgard Bonilla, Carlos Rossi, Gui- 
llermo García Costa, Juan Raúl Ferreira. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De. conformidad con el 
pedido de convocatoria suscrito por varios señores legis- 
ladores, se va a votar si la Asamblea General desea 
realizar hoy esta sesión para la cual ha sido convocada. 


(Se vota: ) 


—41 en 95. Afirmativa. 
4) SERAFIN J. GARCIA, SU DECESO 
SEÑOR ROCHA IMAZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el seño: 
legislador. ¡ 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — Señor Presidente: falleció 
ayer una auténtica gloria de las letras nacionales, Sera- 
fín J. García. 


Su producción literaria es orgullo de la Patria y de 
América. Apasionado lector, era dueño de una gran cul- 
tura, que le permitió incursionar en los temas más di- 
versos. Su primer libro “Tacuruses”, fresco y rústico, a 
casi cincuenta años de su aparición, perdura. 


Todas sus Obras. “Tierra Amarga”, “Burbujas”, “Raíz 
y Ala”, “Romance de Dionisio Díaz”, “Flechillas”, “En 
Carne Viva”, “Barro y Sol”, “Asfalto” en una única 
concesión a la ciudad, señalan un derrotero de narrador 
y poeta eximio. Incursionó en el cuento humorístico y 
la poesía infantil: “Las Aventuras de Juan el Zorro”, y 
“Los Partes de Don Menchaca”, hicieron famoso su seu- 
dónimo de Simplicio Bobadilla. 


Por toda su obra intelectual era miembro de la Aca- 
demia de Letras, obtuvo el Premio Rodó y el Premio Na- 
cional de Literatura. 


Sus Obras eran él mismo, el espejo de su alma, sin 
concesiones a lo retórico; así, sencillas, generosas, hu- 
mildes y, a la vez, poseedoras de una fuerza imantante 
y de una gran dignidad. 


Quizás nadie lo interprete mejor como dos dedica- 
torias, que aparecen en una edición ilustrada de su Obra 
*“Tacuruses”. Dicen así: “A Sofía Correa: porque supo 
ser la madre que yo necesitaba, por su ternura que res- 
tañó mis tristezas, por su tristeza que incubó mi re- 
beldía. Treinta y Tres, 1935”. Y la otra: “A Blanca: mi 
compañera en el esfuerzo y el sueño, en la lucha y la 
esperanza. A ella que, como yo, procede de la entraña 
desgarrada del campo y conoce la raíz de su angustia 
y el obstruido rumbo de su llama. Montevideo, 1942”. 

Cuando los poemas y canciones de protesta eran 
sólo voces de angustia de los poetas románticos y so- 
ñadores de justicia social, de principios de siglo, Serafín 
García le dio vigencia permanente con sus gritos des- 
garradores de esa “entraña del campo”. 


Yo tuve el privilegio de conocerlo personalmente, de 
ser su amigo, de gozar de largas tertulias con él y con 
su esposa, Compañera: inseparable. 


El hablaba y yo escuchaba. No habló nunca de otros 
temas que no fueran los literarios: el nuevo libro apa- 
recido, los versos de un principiante, la nueva narración 
de un consagrado, todo esfuerzo intelectual atraía su 
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atención. Cuando se insinuaba una alusión a lo político, 
sabía soslayaria elegantemente con un rápido comen- 
tario, producto de su generosidad infinita. Y nada más. 
Volvía a los libros, a sus recuerdos, a sus encuentros... 


No le descubrí nunca una expresión desdeñosa para 
sus Colegas; cuando le hice una reflexión sobre su últi- 
mo libro, “Primeros Encuentros”, que me obsequiara y 
me dedicara como los anteriores, se excusó sonriente, di" 
ciéndome con aquella ingenuidad limpia y cautivante: 
“así los ví y así tengo que contarlo”. 


No pudo acostumbrarse al asfalto. Vivía en las 
“afueras”, en la Avenida de las Instrucciones, casi en 
el empalme con José Belloni, en una casita humilde, 
acogedora, florecida en árboles, enredaderas y plantas, 
que se extendían en un terreno agreste, “su fondito”, 
como él lo llamaba, quizás-en un regresar, de sueños 
otoñales, de añoranzas y de melancolías, a su pago 
natal. : 

Allí era él el dueño de su refugio, sólo compartido 
con Blanca su esposa y Compañera en la vida y con 
pocos amigos, elegidos, que él llevaba en el alma y que 
en el alma siempre lo llevarán a él. 


Perdonen los compañeros legisladores estas reflexio- 
nes íntimias que reflejan un especial estado espiritual, 
sólo comprensible si es sentido y que me hacen hoy, en 
esta Asamblea General, despedir con pena de amigo a 
quien cultivó las flores del espíritu y también las de la 
amistad. 


Pero, es la Patria la que pierde a uno de sus hijos 
predilectos, son las letras nacionales las que se enlutan. 
Por eso, si Serafín García valió como ejemplar huma- 
no, será fundamentalmente su Obra, lo permanente, 10 
que lo trascenderá y lo que, en el tiempo, dará luz a 
las nuevas generaciones que vendrán. 


No quiero terminar estas palabras, preñadas de 
emoción, sin leer unas expresiones muy lindas, muy emo- 
cionantes, que en momentos de éxitos y de gloria — y 
estas cosas bellas son las que perduran — pronunciara 
ya hace treinta años, en el Consejo Nacional de Go- 
bierno, el doctor Luis Alberto de Herrera: “Acaban de 
rendir sus amigos y admiradores espontáneo homenaje 
a don Serafín García, en ocasión de cumplirse veinte 
años de la aparición de “Tacuruses”. Por ser de todo 
merecimiento, sugiero que el señor Ministro de Instruc- 
ción Pública, por el Consejo, adhiera a dicho tributo 
de honor. 


Escritor extraordinario — a la vez clínico, a la par 
de Javier de Viana y Florencio Sánchez — ha sabido 
captar hasta lo hondo, y leer en su raíz, el alma criolla 
y campera, con un realismo y guapa verdad que ponen 
digno marco a las cosas bellas que por rústicas tienen 
los que no las conocen, o no saben gustar. 


Fruto, él mismo, del ambiente gaucho, no necesitó 
frecuentar academias para aprender a pintarlo, como 
que, desde que abrió los ojos, lo vio, lo sintió como car- 
ne propia: parte de su ser físico y moral. 


. Y un día, echado el bozo, sin saber de letras — por 
eso mismo más fragancioso — empezó a contarnos, con 
palabra simple, lo que estaba escrito en su Memoria, 
desde que fuera niño, en la piel de su vida, por la ma- 
no, a veces callosa, de la amargura. 


Fue el despertar de su pubertad espiritual, como 
sucede cuando la savia “se mueve' en las otras plantas 
y, cual en la humana, estalla en flor la primavera. Re” 
velación fulminante de un temperamento, ahora dueño 
y señor de ancha comarca, de creciente dominios... 


Saludemos, pues, triunfante, al ganador del alto tro- 
“feo: al paisanito de la costa del Avestruz Grande, que 
una mañana, muy fría — una de las suyas — saliera 
a pie al campo a '“agarrar caballo” consiguiendo, sin 
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advertirlo, enfrenar el de la gioría literaria, que lo con* 
sagraría hijo ilustre _de Treinta y Tres”. 


$ 


(¡Muy bien!) Ñ 
SEÑOR HIERRO GAMBARDELLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador para referirse al mismo tema. 


SEÑOR HIERRO GAMBARDELLA. — Señor Presi- 
dente; quiero adherir a las expresiones tan: elocuentes 
de mi colega, el señor legislador Rocha Imaz, evocando 
la figura de un treintaitresino ilustre, a quien conoci 
hace cincuenta años, cuando él se aprestaba a publi- 
car su primer libro, “Tacuruses”, que, justo es recordar- 
lo, ha recorrido todo el continente, en numerosas edicio- 
nes, como reflejo de la admiración que en toda América 
recibió aquella voz tan auténtica de la tierra uruguaya. 


Serafín J. Gafcía no es un nativista de la escuela 
clásica uruguaya; no viene del Viejo Pancho; no viene 
de los grandes nativistas, no viene de Fernán Silva 
Valdéz y ni siquiera viene de su coterráneo, el ilustrí- 
simo Ipuche, sino que viene sólo de la autenticidad pro- 
funda, del muchachito que en Vergara aprendió a sen- 
tir los milagros del camipo uruguayo, pero más que los 
milagros del campo uruguayo, la miseria y el sufrimiento 
del hombre uruguayo. Si hay algo en Serafín J, García 
que lo diferencia, jerarquizándolo estética y filosófica- 
mente sobre otros poetas, es la forma como supo entrar 
hondamente en el alma sufriente de gente que tiene muy 
pocas palabras y a las cuales él le restó la voz de su 
protesta y de su esperanza. Poeta de resonancias telú- 
ricas; narrador de austera concepción de la prosa, su 
poesía estaba flexibilizada por hondas raíces musicales 
y su prosa encerrada en los severos rigores del idioma 
castellano. 


Dejó una producción tan vasta, tan generosa, de la 
cual podríamos hacer un florilegio armonioso entre el 
pensamiento y la emoción, llevándonos a mostrarnos un 
hombre universal dentro de su pequeño mundo treinta- 
itresino. Quiero decir que hay, sí, una historia paralela 
en la novelística y en la creación de prosa uruguaya en 
dos grandes libros similares y distintos: en “Juan el 
Zorro” de Paco Espínola, la obra cumbre del más gran- 
de prosista uruguayo, y en “Las aventuras de Don Juan 
el Zorro” de Serafín J. García. “Don Juan el Zorro” 
de García es la imagen de la picarezca nacional en ese 
reflejo al que he aludido de las grandes resonancias 
hispánicas de su prosa, e indudablemente, también, en 
el telurismo hondo de su concepción. En Paco Espíno- 
la, “Juan el Zorro” trasciende como la imagen misma 
de la Nación en una obra que algún día los uruguayos 
tendremos que reconocer como tal vez la más importan- 
te contribución a la prosa en la creación de la litera- 
tura uruguaya. 


Pero en Serafín García había valores humanos muy 
hondos y muy severos, no prodigaba su amistad; no 
prodigaba sus elogios; no prodigaba sus abrazos; pero 
la parquedad austera de su soledad, tan largamente lle- 
vada por años en su casa de Montevideo, prodigaba de 
manera ilimitada su inteligencia, su sensibilidad para 
aquellos pocos amigos que le fueron fieles y a los cua- 
les él les fue fiel desde su nacimiento literario. 


Rindo tributo a un coterráneo porque tengo el honor 
de haber nacido en Treinta y Tres y quiero mucho a 
aquel pago que ha dado hombres tan grandes como 
Serafín J. García y Pedro Leandro Ipuche, y que fue 
el receptáculo de la juventud de Javier de Viana. Tam- 
bien le rindo tributo señalando que esta gran figura 
de la literatura national va a vivir en el ámbito cultural 
de la República por mucho tiempo; pero también en el 
ámbito moral de la República sobrevivirá el ejemplo de 
un hombre tan digno, tan justo y tan noble. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


, 
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SEÑOR LEZCANO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
legislador para referise al mismo tema. 


SEÑOR LEZCANO. — Señor Presidente: escuchába- 
mos con verdadera atención las palabras pronunciadas 
por los señores legisladores Rocha Imax y ahora por el 
señor senador Hierro Gambardella, riendiendo tributo 
— al que adherimos inclusive con emoción y con respe- 
to — a la pérdida de uno de los cultores de lo más ge- 
nuino de la poesía nativista uruguaya , 


Probablemente, en mi modestísima Opinión, Serafín 
J. García' junto con Yamandú Rodríguez, fueron los 
hombres que supieron expresar con mayor capacidad, 
sencillez y riqueza de lenguaje las cosas de nuestro cam- 
po. 


Serafín J. García seguramente pasará a la historia 
por muchas de las cualidades artísticas señaladas por 
los señores legisladores. Diría que le cantó, le escribió, 
describió no el sentimentalismo campero, no lo que mu- 
chas veces puede llamar más la atención del campo, sino 
aquello que sintió reflejado, porque representaba su pro- 
pia sensibilidad ante las cosas más sencillas del campo. 
Es por eso que escribió poemas diciendo que las flechi- 
llas eran, de entre'todos los yuyos, las más frescas y 
limpias del campo nativo. Es por eso que le escribió 
Ja la cachimba, a la tapera, poemas inolvidables y de ri- 
quísimo lenguaje poético. Es por eso que no le escribió 
— como el mismo decía — a las botas de potro, sino al 
humilde tamango al que le decía: “Sos lo mismo que 
el humilde paisano que te lleva”. Le escribió a las cor 
sas más sencillas y profundas del campo. 


Su libro “Tacuruses” — como bien decía el señor 
senador Hierro Gambardella — récorrió varios continentes 
y reconoció quién sabe cuántas ediciones, pasará a la 
historia y a lo mejor de nuestro acervo poético nacio- 
nal. Además de ser la expresión de una riqueza poéti- 
ca y de lenguaje, es una importante denuncia porque 
intudablemente en Serafín J. García anidaba la profun- 
didad de un gran humanista, la sencillez de un hombre 
capaz que palpita con las cosas tan simples de la tie- 
rra, y la humanidad y sencillez de un hombre capaz de 
vibrar con la explotación del hombre de campo, con la 
miseria del sufrido trabajador rural. Eso que se ve tan 
reflejado en algunos romances inolvidables como por 
ejemplo el del “Chacarero”, donde exhorta al hombre 
que trabaja para la tierra ajena a unirse cuando dice: 
“Es hora ya de que acudas al llamado fraternal con que 
te llaman los que luchan por un mundo sin esclavos 
y sin parias”. Creo que “Tacuruses” representa la expre- 
sión de una profunda denuncia contra un sistema y una 
explotación. Y eso es lo que quisiera hoy, por encima 
de todas las otras virtudes, señaladas en las profundas 
y emotivas intervenciones de los señores legisladores que 
me precedieron en el uso de la palabra; destacar y res” 
catar de esta personalidad de la cultura nacional, que 
hemos tenido la desgracia de perder en el día de ayer. 


Nuestro sentido homenaje entonces a la desapari- 
ción física de Serafín J. García, quién indudablemente 
seguirá persistiendo, no sólo en el corazón de quienes 
aun cuando no lo conocimos personalmente, hemos leído 
su obra, sino lo que es más importante vivirá en las nue- 
vas generaciones que rescatarán lo más rico de su bon- 
dad, de su humanismo, de su riqueza poética, de esa 
profunda rebeldía que dejaba escapar por sus poros y 
que reflejó tan claramente a través de “Orejano” y, fun- 
damentalmente, de ese grito de clamor, de denuncia 
contra un sistema, identificándose con el sufrido traba- 
jador de nuestra tierra. 


Muchas gracias señor Presidente. 
SEÑOR DAVEREDE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR DAVEREDE. — Señor Presidente: luego de 
j haber oido las exposiciones realizadas por los señores le- 
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gisladores que me han precedido, y en especial la que 
pronunciara el señor legislador Rocha Imaz, quisiera te- 
ner el verbo del Poeta de. la Patria para poder exaltar 
la figura de este otro poeta, Serafín J. García. 


Lo que podría agregar a las manifestaciones que se 
han hecho en Sala no es mucho más. Simplemente, en 
nombre de la bancada de la Unión Cívica, quiero reco- 
ger en una ofrenda, en un gran ramillete de voluntades 
que conforman la de todos los señores legisladores que 
estamos aquí sentados, el homenaje que de alguna forma, 
independientemente de las palabras que no dicen todo lo 
que quisieramos, deseamos materializar para este hom- 
bre de las letras uruguayas. En ese sentido, propone 
mos que la versión taquigráfica de todo lo expresado 
en Sala sea enviada a sus familiares y que la Asamblea 
General se ponga de pié durante un minuto en homenaje 
a ese poeta. Ñ 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: tuvimos la 
suerte de conocer a Serafín J. García en los últimos 
años de su vida. Un día, en una reunión casi familiar, 
en un abrazo nos hizo llegar un poema que había escri- 
to dedicado a Zelmar Michelini. Posteriormente tuvi- 
mos pocos momentos para estar juntos. Sentíamos por 
él un profundo respeto, una profunda estima y, en mu- 
chos aspectos, admiración por su vida. 


, Muchas veces es posible que la figura del poeta es- 
té asociada con la idea de una torre de marfil, aislada 
de los problemas del pueblo y de su gente. Creo que 
tal vez lo más admirable en Serafín J. García fue que 
nunca dejó de sentir junto a su pueblo. No era sola- 
mente su obra, su poesía, también era su vida. Esa son: 
risa, esos Ojos siempre llenos de brillo preocupados por 
los problemas de los demás, esa soledad exterior que 
nunca lo dejó a solas interiormente porque fue un hom- 
bre que siempre vivió para los demás. Su misma muer- 
te fue también una muerte callada, como callada fue 
su vida, como siempre fue él, ajeno a todo lo que la vi- 
da pudo haberle deparado. Vivió y murió humilde y si- 
lenciosamente. 


Por eso digo siempre que en los homenajes, que tan 
poco significan ante el todo que es una vida, en definiti- 
va, más que una obra, en este caso más que en otros, 
tal vez lo que uno señala y valora es la actitud ante la 
propia vida. : ] 


El también fue un “Orejano”, un rebelde, un hombre 
que le dió todo a su pueblo tratando a través de su plu- 
me, que era lo que mejor manejaba, la construcción de 
un mundo más justo, humano y fraterno, rechazando 
y martirizando todo aquello que tendía a hacer del hom- 
bre un ser explotado. 


Por lo expuesto, señor Presidente, creo que cada uno 
de nosotros, todos los que de alguna manera tenemos 
y sentimos responsabilidad con el pueblo, frente a esta 
vida que hoy valoramos en algunos aspectos, tenemos 
que formular una reflexión sobre nuestra propia vida 
y sobre nuestras responsabilidades y sobre todo lo múu- 
cho que queda por hacer en este mundo para poder 
cambiarlo. Sólo así los homenajes, las palabras expre- 
sadas respecto a una. vida que fue y a un futuro que 
será, tienen un sentido profundo y para siempre. 


SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. , 


SEÑOR MEDEROS. — Señor Presidente: tal vez hoy 
no sea uno de mis mejores días para Ocuparme de la 


_ personalidad de Serafín J. García, pero debo hacerlo. 
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Mi amor por los poetas, por los escritores y por la 
ifteratura me lleva a expresar un pensamiento referido 
a esta magnífica persona, de Cuya continuación de su 
obra hoy se ven privados Uruguay y América. Serafín 
J, García fue un solitario que manejó su pluma admi- 
rable recogiendo lo que manifestaba el señor sena" 
dor Hierro Gambardella por medio de sus expresiones 
tan elocuentes y certeras. Captó el grito profundo y te- 
lúrico de la tierra uruguaya y de su mundo. Lo hizo 
solitariamente, en una expresión inefable que volcó en 
una forma artística y estética que no tiene parangón. 


Si tuviera que comparar a Serafín J. García con 
otro creador memorable de alguna expresión de arte en 
nuestro mundo uruguayo, que haya, contribuido a forjar 
nuestro país desde el profundo sentido de la estética, 
mencionaría la obra cumbre de Fabini, que también captó 
lo telúrico del campo. : 


La obra Tacuruses” de Serafín J. García es un 
poema literario magnífico, así como “Campo” es un poe- 
ma musical realizado por otra personalidad que está 
en lo más hondo y profundo de nuestra historia esté- 
tica. Para mí, estas dos personalidades son similares: 
fueron solitarios y no les gustó estar en la galería du- 
rante su vida plena. Quizás ahora, luego que la muerte 
cerró sus ojos, se abra para ellos y para el Uruguay la 
vida en la historia de la estética — en las letras y en 
la música — y Ocupen allí los lugares que el destino les 
indicó. 


Señor Presidente: apoyo las expresiones de los dis” 
tintos señores legisladores que le tributaron su homena- 
je y agrego el mío, que quizás sea el más humilde de 
todos, pero que nace en lo más profundo de mi espíritu 
por el amor a estos conductores de la patria en el campo 
en que actuaron. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a dar lectura a una moción escrita que se 
ha hecho llegar a la Mesa por parte del señor legislador 
Rocha Imaz. 


(Se lee:) 


“Que la Asamblea General se ponga de pie haciendo 
un minuto de silencio en memoria y homenaje de 
Serafín J. García y que la versión taquigráfica de 
las palabras pronunciadas se envíe a su señora es” 
posa”. 


—$Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 
—107 en 107: Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa invita a la Asamblea General y a las Ba- 
rras a ponerse de pie. p 


(Así se: procede) 


5) DESIGNACION DE LA TOTALIDAD DE 
MIEMBROS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA. (Artículo 236 de la Constitución 
de la República) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra al orden del día 
con la consideración del primer asunto: “Designación 
de la totalidad de miembros de la Suprema Corte de 
Aa (Artículo 236 de la Constitución de la Repúbli- 
ca)”. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. : 
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SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: es 
de conocimiento de la Asamblea General que en su Opor- 
tunidad este tema figuró en el orden del día y el Cuer- 
po resolvió, en virtud del intercambio de opiniones que 
al efecto tuvo lugar, constituir una Comisión Especial 
que lo analizara y redactara un informe. Dicha Comi- 
sión — integrada por 8 diputados y 3 senadores — se 
reunió varias veces bajo la Presidencia del que habla 
y trabajó con dedicación tratando de encontrar fórmu- 
las que permitieran llegar a un consenso. A pesar de 
la evidente voluntad de sus integrantes, no se pudo arri- 
bar a fórmulas unitarias. En virtud de que la reterada 
búsqueda de soluciones no dió los frutos esperados, en la 
última sesión se acordó por todos los integrantes de esa 
Comisión, que se hicieran respectivamente informes por 
la mayoría y por la minoría. 


Corresponde al que habla dar el informe de la ma- 
yoría de la Comisión. 


En la primera oportunidad que consideramos este 
tema la Mesa convocó a la Asamblea General en razón 
de las renuncias de algunos miembros actuantes de la. 
Suprema Corte de Justicia, tal cual lo informó el señor 
Presidente al abrirse la Sesión. 


En esa ocasión, el Partido Nacional señaló — luego 
el Frente Amplio adhirió a la tesis formulada — que 
antes de considerar las renuncias a que hizo referencia 
la Mesa, era necesario establecer un punto previo, es de- 
cir, quienes eran legítimamente Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo. También se señaló como necesario esta- 
blecer lo mismo en relación a los Ministros de la Corte 
Electoral, el Fiscal de Corte y el Procurador General del 
Estado en lo Contencioso Administrativo. Este es el pun- 
to previo que hoy tenemos a consideración. Así pues 
aunque en el orden del día figure la designación de los 
miembros de estos organismos, entendemos que este as- 
pecto exige un pronunciamiento previo del Cuerpo. 


Voy a plantear como informe lo que considero ajus- 
tado a Derecho, agregando algunos aspectos políticos 
que indudablemente surgirán, pero en lo esencial exa- 
minando lo relativo a la disciplina jurídica, en el análi- 
sis de la integración de esos institutos tal como se orga“ 
nizan en la Constitución de la República, dentro del ám- 
bito político en que tienen lugar estos sucesos. 


Desde ya adelanto la conclusión cuya comiprobación 
o base queremos adelantar desde aquí. A mi juicio — y 
la mayoría de la Comisión así lo comparte — se hallan 
vacantes o acéfalos la totalidad de los cargos de la 
Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo y de los otros organismos a que me 
referí previamente. 


Ese es el criterio que trataremos de demostrar, se- 
ñor Presidente. No vamos a entrar, porque no nos corres- 
ponde, ni tenemos condiciones para ello, en largas dis" 
quisiciones jurídicas. No somos eruditos ni lo pretende- 
mos, pero debemos, de cualquier modo, sentar las bases 
doctrinales de nuestra posición. 


Ante todo quiero recordar, no para los miembros de 
la Asamblea General, pero para la opinión pública del 
país, en qué forma y en virtud de qué sistema accedie- 
ron a sus cargos quienes hoy detentan los cargos en la 
Suprema Corte de Justicia y en el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo. Utilizo la palabra “detentan” en 
el mismo alcance con que la usamos todos los que es- 
tamos acá cuando, insistente y reiteradamente, decíamos 
siempre el que “detentaba” la Presidencia de la Repú" 
blica, o los que “detentaban” el Parlamento o las facul- 
tades legislativas de la República: aquél que sin dere- 
cho ostenta la investidura de un Cargo o magistratura. 


¿En qué forma accedieron? El 27 de junio de 1973 
se produce la ruptura del orden constitucional. Recién 
en junio de 1976 se emite —no hay otra manera de de- 
cirlo— el acta institucional N% 2, que Crea el Consejo de 
la Nación, organismo bastante sui géneris, integrado por 
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los' Consejeros de Estado, que nombraba:el Poder Ejecu- 
tivo, más los Generales, Brigadieres y Contraalmirantes 
en actividad. Le otorga la posibilidad a ese Consejo de 
la' Nación, de nombrar Ministros de la Suprema Corte 
y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y de 
ahí en más nace esta peculiar forma de designación. 


Al amparo del Acta Institucional N? 2, se nomíbra- 
ron un titular de la Suprema Corte y uno del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. Después, por circuns- 
tancias que naturalmente no conocemos —habría que es” 
tar adentro de la 'historia de este lamentable y peculiar 
proceso que vivió el país — se dicta el acta institucional 
N? 8 de infeliz memoria. Digo de infeliz memoria por- 
que es aquélla que contiene cosas que no debemos olvidar, 


Sé que el señor Presidente, que es homóbre .de dere- 
cho, la tiene muy presente. He leído algunas de las Crí- 
ticas muy eficaces que hizo en relación a ella. Vale la 
pena recordarla porque basados en esta Acta Institucio- 
nal salen cinco designaciones en el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo y tres en la Suprema Corte 'de 
Justicia la que, para comenzar, termina de llamarse así 
y comienza a denominarse Corte de Justicia. 


Voy a citar, señor Presidente, porque de pronto al- 
gunos tenemos el año 1977 muy lejano en el recuerdo 
algunos textos que contiene esa disposición del régimien. 
El acta institucional N9 8 que dice: “Considerando: “I) 
” Que se estima a esta altura, dando un paso hacia la re- 
” visión de las fórmulas institucionales, cuya aplicación, 
” independientemente del fracaso de los hombres, ha de- 
” mostrado su insuficiencia e ineficacia frente a la reali- 
” dad contemporánea, —como medida más urgente— la 
” que es materia de esta revisión. “II) Que con este pre- 
*” supuesto es imperioso abocarse a estatuir dentro de los 
»-sistemas de ordenamiento orgánico, el tradicionalmen- 
” te denominado “Poder Judicial”, máxime si se tiene en 
” cuenta que tanto desde el punto de vista estructural 
” como de las relaciones técnicas de sus órganos,”... 
” realmente es un trabalenguas, señor Presidente, y to" 
” dos sabemos el puño y letra que le dio origen— . . “fue” 
” ra de lo procesal estricto el punto, al nivel científico, ha 
” estado prácticamente en blanco. La función jurisdiecio- 
” nal, en efecto, es una expresión pura, perfectamente 
” separable en el complejo de las actividades que abarca 
” el Estado y, por su naturaleza, tan delicada y sensible, 
” que impone un ejercicio practicado en las más exigentes 
” condiciones de equilibrio social e incontaminación sico- 
» lógica”. Esto supone, particularmente en períodos de cri- 
” sis ideológicas y morales como los que vivimos una for- 
” mulación normativa, al regimentarla, que la proteja de 
” las naturales desviaciones y la libere del impulso irre- 
” sistible que supone su consagración como un Poder del 
» Estado. El vocablo Poder en la concepción deminante 
” del Derecho Público representa esencialmente una ex- 
” presión de competencia, de aptitud para pronunciar un 
” juicio imperativo que, como tal, debe cumplirse. 


“Pero en la teoría y en la práctica esta competen- 
” cia medular y específica no está acompañada por la po- 
” testad de imponer por sí su decisión. Entre la-voluntad 
” que se reputa soberana y la ejecución imperativa del 
” acto por ella prociamado se interpone el auténtico Po- 
” der Público de que está investido el Poder Ejecutivo y 
”.que le permite hacer cumplir coactivamente las expre- 
” siones volitivas del Estado. Hubo, pues, una sobre-esti- 
” mación del concepto de Poder referido a la Justicia y 
” una subestimación del mismo referido al Poder Eje- 
” cutivo”. 


Podría seguir leyendo, señor Presidente pero estos 
fundamentos son los que permiten nombrar” ocho inte- 
grantes de estos órganos. Esta es la base jurídica que 
“se utilizó y que dijo: se acabó el Poder Judicial en la 
República Oriental del Uruguay, nombrándose con esa 
base ocho de los integrantes, de los cuales todavía hay 
algunos que detentan cargos. ] 


¿Quiénes designan en esta Acta? designan los mis- 
mos del Acta anterior: el Consejo de la Nación, los Gte- 
nerales, los Brigadieres, los 'Contraalmirante y los Con- 
sejeros de Estado. Con “este sistema “continuaron durante 
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varios años. Después, —pasó algo que naturalmente no 
sabemos bien que fue— aparece el acta institucional nú: 
mero 12. Vuelve al Poder Judicial; vuelve a reaparecer. 
Alguien se arrepiente, no sabemos quien es, y dice que 
se ha hecho innecesario —palabra más o menos— la te- 
sis de sustituir el Poder Judicial en otro Poder, la tesis 
del acta institucional N? 8. Se sentó una tesis a nivel 
universal, y tres años después se dice que se ha hecho 
innecesaria... Nadie sabe entonces para quién se puso 
o qué objetivo se buscaba. 


Por el acta institucional 'N% 12 se designan a tres 
miembros, ahora sí, de la Suprema Corte de Justicia, 
que vuelva a adquirir su nombre, y tres miembros del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


¿Quiero traer a colación —no porque sea necesario pa- 
ra el conocimiento de los integrantes de esta Asamblea— 
pero es menester para una reflexión orgánica sobre este 
tema— cuál es el fundamento esencial que se esgrime 
para estas Actas. ¿Cuál es el fundamento que permite 
que hoy haya gente que detenta cargos en esos organis- 
mos? ¿Cuál es el fundamento? Todas las actas institu- 
cionales dicen exactamente lo mismo: “El Poder Ejecu- 
tivo en uso de las facultades que le confiere la institu- 
cionalización del proceso revolucionario manda.” Es de- 
cir, para institucionalizar el proceso revolucionario man- 
da y, entonces, designa, a —los que antes se designaban 
por la representación popular— y quien nombra es el 
Consejo de la Nación. No hay como se advierte otro fun- 
damento para institucionalizar el Consejo de la Nación 
que la fuerza. Tengo la fuerza y mando, y al que no le 
gusta, calla. Tengo el poder para hacerlo callar y nom- 
bro a quien quiero. 


Esta fracesita que es el “leit motiv” de toda la pre“ 
sunta institucionalización a que se refiere el proceso re- 
volucionario, es intrínsicamente contradictoria con el es-- 
píritu y la doctrina de los artículos 4% y 82 de la Cons- 
titución de la República, reiterados con abnegación des- 
de 1830 a la fecha, más allá de todas las circunstancias 
que haya vivido el país. Entiendo que todos los legisla- 
dores deben tener presente el texto del artículo 4%, pero 
no es malo recordarlo. Dice así: “La soberanía en toda 
su plenitud existe radicalmente en la Nacion, a la que 
compete el derecho exclusivo de establecer sus leyes, del 
modo que más adelante se expresará”. Obsérvese que di- 
cen “radicalmente en la Nación”. ' En las actas de 1830 
consta la respuesta que se da a un legislador que pre- 
gunta qué quiere decir “radicalmente”. Se le dice que es 
lo mismio que originariamente, que fundamentalmente. 
Y dice en tal oportunidad el miembro informante de la 
Constitución de 1830 que “el pueblo es la raíz y origen 
de todo poder”. 


Recordemos: “El Poder Ejecutivo en uso de las fa- 
cultades que le confiere la institucionalización del pro- 
ceso revolucionario”: es la otra cara de la moneda. 


El artículo 82 de la Constitución, que es nada me- 


. Nos, el que avala nuestra presencia en este ámbito dice: 


“La Nación adopta para su Gobierno la forma democrá- 
tico republicana”. Es decir que la Nación a la que com- 
pete “radicalmene” el mandato del pueblo, adopta para; 
su Gobierno la forma democrático republicana. Continúa 
el artículo 82: “Su soberanía será ejercida directamente 
por el Cuerpo Electoral en los casos de elección” —a raíz 
de ello estamos aquí— “iniciativa y referéndum e indi- 
rectamente” —que es lo que haremos hoy— “por los Po- 
deres Representativos que establece esta Constitución; to- 
do conforme a las reglas expresadas en la miisma”. 


- Quise traer ,a comparación los dos sistemas, los dos 
orígenes de fórmulas institucionales: uno, el que prove- 
yó detentadores en la Suprema Corte de Justicia o Cor- 
te de Justicia. y el Tribunal de lo Contenciosó Adminis- 
trativo. El otro sistema es el que legitima la presencia 
de este Cuerpo. A él le competen el sostener los artículos 
492 y 82 de la Constitución dé la República, y no puede 
ni debe aceptar que en este país quede institución alguna 
cuyo fundamento de legitimidad, cuya base radique en 
lo que “el Poder Ejecutivo en uso de las facultades que 
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le confiere la institucionalización del proceso revolucio” 
nario” decretó. Es lo que debe declarar en forma termi- 
nante este Cuerpo. Esta no es más la época de los Actos 
2 8 0 12. 


Siendo así el planteamiento es muy claro y obvio: el 
nombramiento basado en esos conceptos perimidos es ile- 
gítimo. Caen entonces, estos nombramientos con base tan 
peculiar y extraño a la tradición nacional, a la Consti- 
tución de la República y al espíritu civilista y democrá- 
tico de este país. Frente a esta afirmación en algunas 
personas aparece de inmediato una preocupación muy 
grande y dicen: si son ilegítimos, si los que están sen- 


tados no pueden ostentar ninguna fórmula que legitime ' 


su investidura y si por ello los actos administrativos y 
jurisdiccionales que dictaron desaparecen ¿qué ha pasa” 
do en todos estos años? Algunos parece que se asoma- 
ron a un abismo que les repele al equivocadamente pre- 
sumir que durante años no ha habido en este país ni 
actos jurisdiccionales ni actos administrativos válidos de 
la Corte de Justicia ni del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo porque fueron realizados por quienes no 
estaban correctamente investidos. 


Tal tesis es más peligrosa aun, porque un distin- 
guidísimo integrante del Poder Ejecutivo, no sólo por su 
personalidad sino también por su calidad de jurista de 
reconocida y meritorísima fama, llegó a decir que si se 
sostuyiera otra tesis que la de sustituir solo a los que 
quieren irse, estaríamos en el caos jurídico. Confieso que 
se trata de una frase que podríamos esperar de algún 
estudiante que no hubiera analizado a fondo el tema, o 
bien de una persona que estuviera improvisando, pero 
nunca de quien vino. Pienso que quizá estaba hablando 
de otros temas, y algún periodista llevó insensiblemente 
a ese Ministro a hablar de algo que quizás no analizó lo 
suficiente y dijo inadvertidamente lo que en ese momen- 
to le pareció adecuado. Afirmar que sostener otra tesis 
diferente a la de sustituir solo a los que quieren “irse 
sería decretar el caos porque nada de lo que hicieron 
es válido, es un absurdo, una irreverencia jurídica. 


Nos hemos preocupado —dentro de nuestra modesta 
capacidad— por buscar todos los libros relacionados con 
el tema. Como sucede siempre, todos tienen sobre este 
punto, opiniones levemente discordantes, pero todos ab- 
solutamnte todos, por unanimidad, dicen que lo hecho 
por funcionarios de hecho, es válido. Comp todos los 
señores legisladores saben, no es la primera vez que in- 
terrupciones del régimen democrático sucede en el mun- 
do. Ha sucedido otras veces en el Uruguay, y ha suce- 
dido en todos los países. Aún aquellas naciones de larga 
tradición democrática de estado de derecho sufrieron al- 
guna vez una quiebra. El sistema democrático como ré- 
gimen republicano representativo de gobierno tiene un 
par de cientos de años; y en muchos casos se ha corta- 
do su continuidad jurídica. Basta recordar por consSecuen- 
cias en el tema, la ruptura de la continuidad francesa 
con la “Comuna”, después de la derrota de 1870. Los nor- 
teamericanos, que tienen una larga continuidad en su 
Constitución, entre 1860 y 1865, tuvieron que aceptar una 
alteración. Diez u once Estados formaron la Confedera- 
ción del Sur y expidieron actos administrativos y juris- 
diccionales, con total olvido de la Constitución de los 
Estados Unidos, porque se consideraron Estados autóno- 
mos a pesar de que estaban en plena guerra de Secesión 
con las consecuencias imaginables. 


Todos pues han tenido ese problema. Unánimemente 
la doctrina universal dice: no hay tal invalidez ni caos; 
y recurre a conceptos que importa traer a colación, de 
los que no voy a hacer una explicitación muy larga, ni 
muy profunda, porque no soy un administrativista. Pero 
creo que vale la pena citarlos. 


La primera conclusión que alguien sacó fue la de que 
esos actos eran inexistentes. Naturalmente, luego de un 
estudio más detenido se concluye que son válidos. Autores 
uruguayos, alemanes, italianos, franceses, españoles. in” 
gleses, americanos, argentinos y brasileños parten de la 


. Misma conclusión: el funcionario de hecho ejercita ac- 


tos válidos. 
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No se da legitimidad a sí mismo, pero los. actos que 
produce en actividad son válidos. ¿Por qué? ¿En base a 
qué? Hay muchas teorías que conducen a la misma con- 
clusión. El Cuerpo puede elegir la que prefiera, Hay quien 
habla de la teoría del error común: todos los ciudadanos 
admiten como error común el hecho de que alguien, in- 
vestido con la fuerza se sienta y diga que es Ministro de 
la Corte. Es un error válido en el que puede incurrir una 
colectividad social. 


Para algunos esta teoría no alcanza para basar la 
validez de los “actos porque es muy directa, personal e in- 
dividual. Buscan —pienso que con razón— teorías más- 
vastas y objetivas. 


Aparece la teoría de la “presunción de legitimidad”: 
todos los actos que formalmente fueron dictados por Ór” 
ganos cuya legitimidad se presume, son presumiblemen- 


te legítimos y para desecharlos debe específicamente de- 


mostrarse lo contrario. 


Otra teoría, quizá la más recurrida, es la teoría de 
la “investidura plausible”. Dicha teoría expresa --y acla- 
ro que no voy a utilizar términos jurídicos-— si alguien 
en virtud de una investidura plausible, es decir, una in- 
vestidura racionalmente válida y aparentemente legíti- 
ma, ejerce determinados actos, estos actos se estiman vá- 
lidos. - 


Basa ello en algo muy importante como motivo pa- 
ra tal validez: porque beneficia a la sociedad y al país. 
Atiéndase que el fundamento no es que la tesis beneficia 
a quien ejerce una investidura y sabe plenamente —y es 
así en los casos que estamos examinando que es ile- 
gítima. Reitero que no es en beneficio de él, ni para de- 
fenderlo o condecorar su labor; ni tampoco como modo 
de decirle —además de “detentar” un cargo—: “te va- 
mos a proteger”. Es para defender al país y a la comu- 
nidad porque ambos necesitan que los actos administra” 
tivos y judiciales que se dictaron sean legitimados —los 
actos; no al funcionario— y para que exista paz jurídica 
y el país no caiga en la anarquía y en el caos. Si al- 
guien pretende innovar, la totalidad de la doctrina mun- 
dial dirá que estos actos son inválidos o inexistentes. Es- 
tá allí pues, como base, el interés legítimo de los ciuda- 
danos del país, que estriba en considerar dichos actos 
jurídicos como definitivamente regulares, aunque los ha- 
yan realizados individuos que no están investidos regu- 
larmente de la función. Para decir que los actos en el 
Uruguay han sido dictados por quienes tienen una in- 
vestidura plausible, no necesito extenderme mucho en de- 
mostraciones ¿Alguien duda en el Uruguay que en el ejer- 
cicio de los cargos que detentaba esos detentadores, esta” 
ban dotados del poder de irresistibilidad? ¿Quién podría 
resistir el ejercicio de estos intrusos en el Poder Judicial, 
frente a la custodia armada que ejercían quienes los ha- 
orador ¿Quién puede dudar de que existía coac- 
ción? 


Había además un efectivo ejercicio de las atribucio- 
nes: dictaban sentencia y ejercían actos administrativos 
internos del Poder Judicial, y, además, tenían algo que 
—si pensamos en el interés legítimo de los terceros, de 
los ciudadanos del país— hace mucho para que lá in- 
vestidura sea plausible: la utilización de las condicionan- 
tes formales exteriores del cargo. 


Ejercían las funciones y usaban su denominación; con” 
currían —si los señores legisladores lo desean; en esta 
búsqueda de demostración cabal de que eran funciona” 
rios de hecho— a los edificios donde están asentados los 
Cuerpos a los que estamos haciendo referencia. Esta de" 
mostración nos conduce a algo que tiene importancia: no 
todos los funcionarios que no están investidos, y que ejer- 
cen una. función pueden considerarse funcionarios de he- 
cho. Nos anticipamos a decirlo porque alguien puede es- 
tar pensando: “pero esa teoría que usted emite, aunque 
sea universal, está probando demasiado”. 


Y hay una distinción que se hace con mucha efica- 
cia y nitidez, entre el funcionario de derecho —a quien 
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debe nombtar esta Asamblea General y, el funcionario 
de hecho —que nombraban quienes ¡legítimamente se 
sentaban aquí— y el usurpador cuyos actos no tiene va- 
lidez ninguna, «¿Cuáles son las diferencias?; señalarlo qui- 
zás. contribuya a determinar con precisión el concepto 
mismo de funcionario de hecho, 


El funcionario de derecho es el que ocupa la función, 
ejerce la competencia y realiza actos en virtud de una 
investidura regular. Lo somos, por ejemplo, los que es” 
tamos sentados aquí. Hemos sido electos, desempeñamos 
una función, tenemos una competericia y realizamos ac- 
tos porque nuestra investidura es regular y para ella fui- 
mos electos. Por eso ocupamos légitimamente el cargo y 
cumplimos válidamente nuestra función. 


El funcionario de hecho es el que en ciertas condi- 
ciones, de investidura plausible, ocupa la función, ejerce 
la competencia y realiza actos, pero con investidura irre- 
gular, ilegítima. No es quíen pretende ser, no es el fun- 
cionario que pretende aunque ejerza como tal, : 


El usurpador es el que ocupa el cargo sin investidura 
alguna. Es aquel que cuando ha terminado de desempe- 
ñarse como funcionario de hecho y se le requiere su re- 
tiro, se queda transformándose de 'ese modo en usurpa- 
dor, ) , 


Ese usurpador, por serlo, comete un delito que está 
en el Código Penal. 


Así pues quede claro y como conclusión de este as- 
pecto que todos los actos administrativos y jurisdiccio- 
nales realizados por los funcionarios de hecho son váli- 
dos y no hay caos de clase alguna. Si este Cuerpo quiere 
confirmar especificamente todos o alguno, que lo haga; 
si estima que es necesaria tal decisión, lo podemios ha- 
cer. Si la Suprema Corte de Justicia que designe este 
Cuerpo desea reiterar, refrendar o confirmar los actos dic- 
tados anteriormente, que lo haga. 


Pero son válidos sin necesidad de que se les confir- 
me a posteriori. : 


Pero entiéndase bien: legitimar los acios no significa 
legitimar a quienes los dictaron. Ningún funcionario de 
hecho se transforma. en funcionario de derecho por el 
transcurso del tiempo o la función que desempeñe. Si 
cabe la comparación con el Derecho Civil, o del Derecho 
Privado con el Derecho Público, la calidad de funciona- 
rio de derecho no se adquiere por prescripción. Se es 
funcionario de derecho, o no se es, La calidad de funcio" 
nario de derecho no se adquiere hasta no ser investido 
por un organismo legítimo y lo será desde esa fecha y 
no retroactivamente. 


Corresponde ahora considerar otro aspecto: ¿cuándo 
cesan los funcionarios de hecho? Porque si nosotros va“ 
mos hoy a la Corte veremos que hay dos señores que 
están ejerciendo funciones y lo mismo ocurriría si vamos 
al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, donde hay 
cinco personas que son funcionarios de hecho. 


¿Cuándo cesan? El “cuándo” no puede estar deter- 
minado con rigurosa precisión, por varias razones: prime- 
ro, porque hay que determinar previamente si es funcio- 
nario de hecho y segundo: porque, precisamente por ser- 
lo, no es necesario que se determine el primer día; por- 
que igualmente se retrotrae sus efectos al día de la pre- 
sunta investidura no legítima y no existente, por ser ab- 
solutamente ilícita. 


El día que esta Asamblea General lo decida, el fun- 
cionario de hecho cesa. Naturalmente, que en la Consti- 
tución de la República no existe ningún artículo que di- 
ga qué sucede después de los golpes de Estado. Pero, 
¿cuál es el órgano que designa a los miembros de la Su- 
prema Corte? No es el Senado ni el Poder Ejecutivo ni 
ningún otro órgano; es la Asamblea General. Por lo tan- 
to, si alguien tiene que poner coto a la actuación de los 
funcionarios de hecho en los lugares donde la potestad 
es nuestra, no va a ser el Poder Ejecutivo ni una de las 
dos Cámaras, sino la Asamblea General. 
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Siendo este el Cuerpo que puede nombrar, cuando 
asume jurisdicción; ésta es válida y cesa el funcionario 
de hecho ¡Que no lo hizo el 15 o el 16 de febrero sino 
ahora o mañana!. Es lo mismo, señor Presidente. La ju- 


risdicción no se adquiere por prescripción ni se pierde. 


por el tiempo, está ahí. Si la Asamblea estima. necesario 
sacar a los funcionarios de hecho, puede hacerlo. Por 
tanto corresponde hacer una declaración expresa de vo 
luntad y decir de una vez por todas, que estos funciona” 
rios no són lo que pretenden ser como integrantes de la 
Administración Pública. ñ 


Hasta la fecha ha existido una circunstancial pró- 
rroga del carácter del funcionario de hecho para estos 
detentadores, pero ella sometida a nuestra desisión di- 
recta O indirecta. 


Si hoy la Asamblea General, por dos tercios de sus 
integrantes, nombra los cinco miembros de la Suprema 
Corte de Justicia y los cinco del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, no me cabe la menor duda de que 
no es necesario decir, a quienes hoy de hecho están ejer- 
ciendo la función, que se vayan, porque clara, legítima, 
constitucional y directamente se les está diciendo. 


Podrá optarse también por otro camino que lo es que 
esta Asamblea General, por ser su voluntad y como ór- 
gano que da la investidura legítima, declare específica 
mente que son funcionarios de hecho, E 


Hay algo que es importante considerar en relación a 
este punto específico, y que nos entra en un tema que 
examinaremos inmediatamente. Se ha dicho que para 
evitar la actuación de. esos funcionarios de. hecho debe 
recurrirse al juicio político constitucionalmente reglado. 


Frente a las facultades que tiene: este Cuerpo de de- 
clarar que los funcionarios de hecho efectivamente lo son 
o de nombrar directamente, a los titulares legítimos, 'ol- 
vidándonos de dichos funcionarios de hecho porque ellos 
no pueden impedir el uso debido de nuestras facultades, 
algunos han dicho sólo se encuentra el juicio político, Con 
el debido respeto a quienes han señalado esa teoría, de“ 
bo decir que la encuentro extraña y no la veo claramen- 
te. Seguramente alguien tendrá mejores razones que las 
múas. Explicaré por qué digo ésto. Para mí, la expresión 
más breve y nítida de esta teoría es que para sustituir 
a quienes actualmente detentan el carácter de miembros 
de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, aunque no se niega que son ile- 


gítimos, sólo puede acudirse, constitucionalmente, al jui-- 


cio político. Vamos a analizar esta tesis porque tengo la 
certeza de que será traída a colación y prefiero dar mis 
argumentos que, aunque débiles, anticipan nuestra posi- 
ción, ya que advertimos en esa tesis varios errores 


El primer error es de método, ya que no es posible 
aplicar disposiciones constitucionales a hechos totalmen- 
te inconstitucionales, y diría más, aconstitucionales. ¿Có- 
mo este Cuerpo va a decir que utilizará la Constitución 
de la República para corregir lo que hizo el Consejo de 
la Nación, y para ello se basa en su artículo 92 que ha- 
bla del juicio político? ¿Cuál es el artículo constitucio- 
nal del Consejo de la Nación? Si algún señor legislador 
insiste en el juicio político, yo responderé que me per- 
done, pero para juzgar a los funcionarios de hecho, debe 
decirme previamente cuál es la fuente de su nombra- 
miento. ¿El Consejo de la Nación? Entonces, el señor le- 
gislador está en un error de método porque pretende 
aplicar sistemas constitucionales a hechos inconstitucio- 
nales. 


Alguna vez dije que el ejemplo del absurdo puede pro- 
bar demasiado, pero intentémoslo. Si dentro de un rato 
viene a esta Sala un Consejero de Estado y nos dice que 
quiere compartir la sesión, algunos les diremos que se 
retire, en el acto pero Otros, siguiendo esta peculiar te- 


sis del juicio político dirán que hay que hacerle un jui-: 


cio político porque fue designado por el Consejo de la: 
Nación para realizar actividad legislativa, Eso es un abr 
surdo pero demostrativo. Quedémonos entonces con un 
sistema racional que pueda aplicarse cuando deba ha- 
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cerse.. No está en la Constitución de la República, esta- 
blecido el juicio político: para funcionarios designados 
por el Consejo de la Nación, y mal puede pretender apli- 
cárseles entonces. 


El segundo error diría que es periodístico por cuanto 
han sido distinguidos diarios de nuestro país los que han 
hecho largos editoriales sobre el tema, diciendo que no 
podemos tomar una resolución que implique decir que los 
detentadores, los intrusos deben irse. Efectúan una lar- 
ga argumentación —que luego examinaré— con una re- 
flexión básica que, aunque naturalmente no se hace con 
ese ánimo, es una pequeña trampa —en el mejor sen- 
tido de la palabra— ¡para el desarrollo lógico de las con" 


clusiones del pensamiento. Dan por sentado expresiones. 


como: “No puede destituirse”. “La Asamblea General no 
puede destituir”. Pero, señor Presidente, no existe desti- 
tución de quien no ha sido instituido. Cuando a esta 
Asamblea General se lo dice “no lo hagais porque estáis 
destituyendo”, yo pregunto ¿cuándo los instituyeron? Si 
se me dice que no se puede hacer es porque su nomibra- 
miento tiene una fuente legítima. ¿Cuándo fueron ins- 
tituidos? En 1978, 1980 o 1982, por el Consejo de la Na- 
ción. Entonces, no fueron instituidos y mal entonces pue- 
de hablarse de destitución. 


Hay algo muy claro y terminante: cuando retorna la 
normalidad institucional a un país no pueden conside- 
rarse como integrantes del ordenamiento constitucional 
nada menos que las normas que creó el régimen de facto. 
Si alguien aquí va a considerarse continuador del Con- 
sejo de la Nación, pido un juicio político contra ese le- 
gislador; y aboquémonos al estudio de su situación pues" 
to que no ha entendido para que lo eligió el pueblo y lo 
que es la Constitución de la República. 


En resumen: 
que para destituir es necesario realizar un juicio polí- 
tico, primero debe decirse quien lo invistió. Ninguno de 
estos funcionarios de hecho personas fue investido co- 
rrectamente, mal puede entonces aducirse a una insti- 
tución constitucional para así declararlo. Partiendo de 
semejante craso error, todas las demás conclusiones apa- 
rentan ser válidas. 


El tercer error resulta del concepto, similar al ante- 
rior, de que antes de designar miembros de la Suprema 
Corte de Justicia y el Tribunal. Se dice que debe rea- 
ministrativo, debe tenerse en cuenta lo establecido en 
el artículo 93 de la Constitución de la República. Quie- 
nes esgrimen esta tesis deberían también leer los ar- 
tículos 236 y 308, que expresa que este Cuerpo — la 
Asamblea General — es quien nombra a la Suprema 
Corte de Justicia y el Tribupnal. Se dice que debe rea“ 
lizarse juicio político contra quienes no son constitu- 
cionalmente nombrados, y para ello se invoca el artí- 
culo 93 de la Constitución con olvido deliberado de las 


demás disposiciones de la misma. Quizás los señores . 


legisladores que conocen más profundamente que yo la 
técnica del derecho, compartan conmigo lo que hay de 
antinómico y de irremediablemente ilógico en esta in- 
terpretación. Con la misma hacemos decir al artículo 93 
de la Constitución de la República que debe desinves- 
tirse y destituirse A quien nombró el Consejo de la Na- 
ción, dándole pues presencia a éste en el ordenamiento 


“ constitucional. Vale-la pena recordar frente a esa tesis 


que nada tenemos ni queremos tener que ver con el 
Consejo de la Nación. Se comete un grave error en el 
uso de la Constitución, aplicando un artículo aislado, 
y no todo el contexto de la misma, 


Existe otro error en la teoría que comentamos. Va- 
mos a suponer para demostrarlo que el Cuerpo hace ca- 
so omiso de las objeciones que he formulado en Sala 
y sigue adelante con el juicio político a esos funciona- 
rios de hecho. En ese caso es dable preguntarse cómo 
se llevaría adelante' el juicio político y cuál causal del 
artículo 93 se invocará. De inmediato resulta sumamen- 
te objetable aplicar, porque es discutible haya violación 
de la Constitución u otro delito grave en la situación 
de los detentadores de cargos en el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo y en la Suprema Corte de Jus" 
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ticia. Y entonces sucede, lo que explican algunos de esos 
diarios que han sostenido esa tesis. Se empieza a cabal- 
gar despaciosamente y se termina en una carrera rau" 
a y disparatada. Primero se pregunta si debe realizarse 
un juicio político para declarar la invalidez de nombra- 
mientos ilegítimos y este diario dice que sí. A renglón 
seguido se pregunta si es aplicable dicho juicio a los 
involucrados. La respuesta ' afirmativa debe basarse en 
que existió violación de la Constitución u otros delitos 
graves, Seguidamente se pregunta en qué pudo haber 
consistido la violación de la Constitución. Se contesta 
que de existir posiblemente la haya violado el Consejo 
de la Nación pero no los designados por éste. Ellos se 
limitaron a ser sujetos pasivos de la violación de la Cons" 
titución, los llamaron y fueron a la Corte. Y la contlu- 
sión final resulta entonces ineludible: solo se puede li- 
mitar a estos funcionarios de hecho mediante el juicio 
político, pero este no les es aplicable porque ni violaron 
la Constitución ellos ni cometieron otro delito grave. 
Debe tenerse entonces mucho cuidado la tesis de los 
juicios políticos, en estos casos, ya que no sacan a 
nadie, sino que terminan por confirmar en sus cargos 
a los detentadores. 


En esta carrera de razonamientos falaces se agrega 
otro elemento, que es de Ripley. La declaración de ile- 
gitimidad del nombramiento es un acto administrativo 
de la Asamblea General, y como tal es pasible de revo- 
cación ante el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo. Como el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
está integrado por miembros designados por el Consejo 
de la Nación, van a revocar el acto de la Asamblea Ge- 
neral, en el caso de que ésta declare la insanable inva- 
lidez de los nombramientos. 


El señor legislador Aguirre me acota que el primer 
error consiste en calificar esa resolución de la. Asamblea 
como acto administrativo cuando es un acto de gobier- 
no, y no está por ende sujeto a revocación. Pero ade- 
más de prosperar tesis tan peregrinas un candidato frus- 
trado a los Entes Autónomos podría, con el mismo cri- 
terio, presentar recurso ante el Tribunal de lo Conten- 
ciosc Administrativo porque el Senado otorgó la venia, 
y esta es un acto administrativo, y el Tribunal resolver 
de la legalidad del mismo... 


No es descabellado pensar que algunos de los invo- 
lucrados en el tema estén interesados en que se hable 
de juicio político para así poder decir que son nueva- 
mente sujetos pasivos, víctimas, que no hicieron nada, 
y que solamente fueron designados por el Consejo. de 
la Nación. Con la perspectiva de imaginarse entienden 
que debe realizarse juicio político, pero contra los desig- 
nadores y no contra ellos que son designados. Natural- 
mente que los responsables de esto no están, pero los 
que están actuando ilegítimamente son el resultado de 
la violación de la Constitución. En resultados tan pecu- 
liares caeríamos de llevar adelante un juicio- político co- 
mo el que se menciona que terminaría en la bendición 
“urbi et orbi” de nuestros actuales detentadores. En 
ese caso los premiamos y les indicamos que se queden 
para ver qué es lo que sucede con un juicio político que 
es inconducente. 


Entre otros errores, se argumenta que la Asamblea 
General no puede decretar la nulidad de los nombra- 
mientos, porque ello no está dentro de sus competen" 
cias y que si lo hace viola la Constitución invadiendo 
el principio de la separación de poderes. Este es un error 
en el que incurren los periódicos que editorializaron 
sobre el tema. Hago gracia de la ironía que implica que 
para defender la Constitución vamos a proteger a quie- 
nes juraron como magistrados por el Acta N? 8. 


¡Señor Presidente: juraron por el Acto 8! estos “án- 
geles” que piden respeto por el principio de la separa 
ción de los Poderes, juraron por el Acto 8. Dejemos esas 
reflexiones, y veamios que en la expresión de la objeción 
existe un error de concepto, ya que la Asamblea Géne- 
ral no crea nulidades. Sí el señor Presidente estuviera 
dispuesto a hacerlo me podría ayudar, porque éste es un 
tema de procedimiento. Reitero: este Cuerpo no crea 
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nulidad sino que la declara, adopta una resolución de- 
elarativa y no constitutiva. La nulidad existió en el mo- 
mento en que dicho acto ilegítimo se realizó. No esta- 
mos afirmando ni aceptando que estas personas fueron 
correctamente investidas ni que deben cesárselas en sus 
funciones. Nosotros entendemos que nunca fueron Mi- 
nistros de la Suprema Corte de Justicia, sino que ejer- 
cieron dichos cargos con una investidura ilegítima, inexis- 
tente, Cuando este Cuerpo declara la nulidad o la ace- 
falía — úsese el término que se desee — ello no signi- 
fica conceptualmente lo mismo que la venia que dé el 
Senado para destituir a los funcionarios públicos legí- 
timamente nombrados por ineptitud, omisión o delito. 
A. partir de esa venia el funcionario público cesa en sus 
funciones legítimas. En este caso “cesa” a partir del ins- 
tante mismo en que fueron nombrados, ya que nunca 
fueron funcionarios legítimos del país y nunca tuvieron 
la investidura correspondiente, y que lo que se resuelve 
es declarativo de una situación ya existente, y no se Crea 
una situación. , 


Lo único que hace la Asamblea General es recono- 
cer que estos actos de designación fueron nulos o ine- 
ficaces a los efectos del derecho. La Asamblea General 
no hace en el día de hoy la transformación de un acto 
válido en un acto inválido. No somos nosotros los que 
expresamos que se acabó la ilegitimidad, porque ésta 
no eqistió el mismo día en que fueron nombrados y me- 
nos aún la adquirieron posteriormente. Aquí no se trata 
de funcionarios públicos legítimamente investidos sino de 
personas que actúan de hecho en el ámbito de un poder 
del Estado. 


Las designaciones fueron insanablemente nulas cuan- 
do se hicieron. No es la Asamblea General la que le 
da ese alcance o esa calificación: no es un acto potes- 
tativo de esta Asamblea General, que podría validar o 
no a esos ilegítimos actos de designación del Consejo 
de la Nación. ! 


Es más: si la unanimidad de esta Asamblea General 
resuelve que los actuales detentadores de cargos en el 
Tribunal de lo Contecioso Administrativo y en la Su- 
prema Corte de Justicia, han sido legítima y constitu- 
cionalmente designados, es esta Asamblea la que viola la 
Constitución de la República. No tenemos competencia 
para decretar válidos os actos del Consejo de la Na- 
ción. Tenemos competencia para nombrar a quien de- 
seamos, pero no para decir que nombramientos nulos 
fueron válidos, porque no está dentro de nuestras posi- 
bilidades. De otra manera se violaría la letra y el espí- 
ritu de la Constitución, y la doctrina en la materia. 


En cuanto a la separación de poderes y el argumen- 
to que sobre este principio se hace. No creo que sea 
necesario seguir abundando en argumentos sobre qué 
tiene que ver la pobre separación de poderes, tan va- 
puleada por el Acto Institucional N* 8 en el régimen 
anterior, con el problema que enfrentamos. Han sido 
designados por un Cuerpo que no formaba parte de la 
Constitución de la República, por lo tanto, no - tienen 
investidura legítima y si son funcionarios de hecho, si 


no han tenido la investidura correspondiente, entonces, * 


¿qué tiene que ver la separación de poderes? Con esta 
tesis de que la Asamblea no puede preocuparse del te- 
ma, porque el principio de la separación de poderes lo 
impide, cabe preguntar entonces para qué están los ar- 
tículos 236 y 308 de la Constitución que dicen que esta 
es la Institución que debe Ocuparse de los nombramien- 
tos de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo. No estamos invadiendo 
nada, pues la Constitución dice que la facultad es nues” 
tra y, por lo tanto, si la facultad es nuestra también 
debe ser nuestra la de saber si son o no válidas las 
designaciones para los cargos de quienes dicen deten- 
tarlos en este momento. ¿Quién lo va a hacer? El Poder 
Ejecutivo, no me parece procedente. ¿Cuál es el otro 
órgano? ¿Cuál es el órgano que la Constitución de la, 
República dice que se encarga de la provisión legítima 
'de la titularidad de los dos principales organismos del 
Poder Judicial? Este, la Asamblea General. 
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Se afirmía, además, de que: con resolver la, ¡legiti- 
midad de las designaciones creamos un precedente. Es- 
to lo he leído en un diario de amplia circulación: ¿un 
precedente de qué? ¿Alguien puede identificar cuál es la 
circunstancia similar que se va a presentar en el futuro? 
¿Cuál es la circunstancia por la que, con la misma in- 
vocación que éstoy- haciendo y con la misma base cons" 
titucional, vamos a decir en el futuro que algún legis- 
lador, dentro de diez o veinte años va a expresar que 
como dijo la Asamblea General en el año 1985, podemos 
echar a éste o sacar al Otro. No, señor Presidente. ¿Qué 
fundamento racional se puede sostener para decir que 
tengamos cuidado, que no incursionemos en competen" 
cias que después crean hábitos violatorios del orden. 
constitucional? Pero ¿qué hábitos va a crear? ¿Cuán 
tos miembros de la Suprema Corte de Justicia hay nom- 
brados por el Consejo de la Nación? Los que hoy están. 
Una vez ordenada la situación actual de aquí en ade- 
lante no sé quien puede invocar como precedente lo dis- 
puesto por esta Asamblea, qué similitud racional podía 
existir . Ninguna. Un golpe de Estado no crea precedente, 
y esto significa remiediar las consecuencias de un golpe 
de Estado. 


Habiendo planteado el tema estimo del caso resu- 
mir, por lo menos en el aspecto jurídico lo que hemos 
sostenido. 


Primero: los actuales detentadores de los cargos de 
la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo fueron designados por el Consejo 
de e Neón en virtud de los Actos Institucionales Nos. 
2, y 12. 


Segundo: dicha designación es nula, - esencialmente 
nula, retroactivamente nula, inicialmente nula, básica” 
mente nula e inadmisible frente al orden democrático 
hoy imperante en la República. 


Tercero: los actos administrativos y jurisdiccionales 
realizados por dichos detentadores revisten los caracte- 
res que la doctrina adjudica a los actos de los funcio- 
narios de hecho y, por consiguiente, tienen la validez 
que esta doctrina otorga, no dándole carta de buena 
investidura a quienes lo realizaron. 


Cuarto: el funcionario de hecho, bajo ninguna cir- 
cunstancia, convalida su insanable ilegitimidad y no lo 
puede hacer mientras sea ese su origen, 


Quinto: el funcionario de hecho queda apartado de 
las funciones que desempeñe ilegítimamente cuando el 
legítimo órgano designante está en condiciones de asu- 
mir, como lo estamos nosotros, o asume concretamente, 
el ejercicio pleno de su competencia. Existe una Asam- 
blea General en la República y tiene el derecho de asu- - 
mir su plena competencia de designar a los titulares 
de la Corte y el Tribunal. Sostener otra cosa implica 
que estamos limitados por los actos del Consejo de la 
Nación. La Constitución nos manda — no sólo nos auto- 
riza — sino que nos manda nombrar a los titulares de 
la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo. Pero hay quien dice que esto 
no lo podemos cumplir, ni lo vamos a cumplir, porque 
el Consejo de la Nación ya nos sustituyó en nuestra 
tarea. Y vamos a aceptar como legítimas las designa- 
ciones de ese órgano espúreo. . 


Sexto: el juicio político es un instituto inaplicable 
por esencia, a quien no tiene investidura legítima por 
todas las razones oportunamente dichas; porque no se 
compadece con un análisis de toda la Constitución; por” 
que va más allá de lo que quiere demostrar determi- 
nando la continuidad de los que están; porque ignora 
artículos de la Constitución; porque declara, quiérase o 
no, como base de su viabilidad, la correcta investidura. 


Por todas esas razones es procedente -que la Asam- 
blea General, órgano constitucional que nombra a los ti- 
bulares, declare formalmente, para dar una fecha, una 
circunstancia, la vacancia o acefalía de cargos no legíti- 
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mamente investidos y proceda a designar, o reserve la SEÑOR LAMAS, — ¿Me permite una interrupción, 


fórmula supletoria que la Constitución establece para 
la designación de los legítimos titulares. 


Finalmente deseo hacer algunas reflexiones más que 
considero fundamentales. El pensamiento que expusimos 
que está determinado por normas jurídicas, por normas 
constitucionales, por lo que es él correcto desarrollo e 
atención de lo intrínseco de. nuestro sistema democrá" 
tico republicano representativo de gobierno, está además 
teñido y cohonestado por algunas reflexiones de Otro 
orden. 

Estamos enfrentando una dualidad muy clara. Es el 
estado de hecho, de fuerza, totalitario que el país vivió 
opuesto con el estado de derecho que estamos viviendo, 
que queremos crear, perfeccionar, de ilustrar y de llevar 
al punto más alto. 


Tenemos funcionarios de hecho que para acceder al 
cargo juraron por los actos institucionales. No hago de 
esto, señor Presidente, un tema personal, sería incapaz 
de decir que la actitud que asumieron quienes hicieron 
eso tiene. un calificativo moral. Alá ellos. Cada uno de 
nosotros, los orientales, que vivió aquí durante estos do- 
ce años, supo dónde estaba. Allá ellos con su conciencia, 
sus amigos y Dios, si creen en él, que los juzgará si le 
hicieron bien o mal a la sociedad de la que forman parte. 


Simplemente, me atengo a un hecho concreto y pido 
que le demostremos al país que no hay un acto sin solu- 
ción de continuidad entre la dictadura y la dempcra- 
cia, sino que no hay continuidad en los jerarcas del Po- 
der Judicial y que los detentadores ilegítimos se susti- 
tuyan. 


Para fijar el ámbito de nuestras decisiones me Per- 
mito recordar al Cuerpo algunos aspectos, casi anecdó- 
ticos pero cuyo recuerdo merece. El Consejo de la Na- 
ción se reunió en esta Sala, Busqué cuidadosamente el 
aspecto formal de cada uno de los nombramientos de 
Suprema Corte y Tribunal. Todos han sido en la mate- 
ria exactamente iguales, con esa carencia de diversidad 
propia de las organizaciones regimentadas. En cualquie- 
ra de los regímenes inspirados en Actas Institucionales, 
la N* 2 la 8, la 12, la formalidad era siempre la mis- 
ma, se daba cuenta de que... “hemos recibido del Po- 
der Ejecutivo...”, y se ofrecían uno o tres candidatos 
para ser designados. Seguidamente, el oficial superior 
del Ejército solicitaba la palabra, proponía un candi- 
dato y se votaba. El resultado siempre era unánime. No 
hay un solo voto en contra en las 18 designaciones, ni 
siquiera aquél que dijera: “Perdónenme pero soy amigo 
de la persona propuesta; prefiero abstenerme”. No; vo- 
tan todos sin vacilar y por unanimidad. Cuando termina 
la votación, el Teniente General pide la palabra y dice: 
“Señor Presidente: voy a solicitar que dado que está en 
la antesala quien acabamos de designar, se proceda a 
requerir su juramento”. Se decide que así sea, que se 
abran las barras: para que pueda entrar el público, los 
familiares, tal como sucede normalmente en estos casos. 
¿Y cuál es el paso siguiente? Se designa una Comisión 
integrada por los Comandantes en Jefe del Ejército, de 
la Marina y de la Fuerza Aérea y dos Consejeros de 
Estado. Concurría esta comisión — y llamo la atención 
a los señores integrantes para que perciban lo que sig” 
nifica — a invitar a pasar al que iba a jurar. No le 
encomendaban al secretario — con todo el respeto que 
me merecen los secretarios de un Cuerpo como el nues” 
tro — que actuaba en ese momento: “Vaya e invite a pa” 
sar a fulano de tal”. No. Iba una comisión que no estaba 
integrada por civiles, sino por los que nombramos, de los 
que tienen la facultad real para nombrar. No de ésos 
que se sentaban y levantaban la mano. Iban pues los 
representantes de las tres Armas a buscar a quien iba 
, 2 representar a su régimen en la Suprema Corte de 
Justicia o en el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tívo. Entraba el elegido a Sala y juraba por la Consti- 
tución de la República, por los actos institucionales, y 
por las Leyes Fundamentales del proceso institucional. 
Pregunto una vez más si ésos son los que resolveremos 
que continúan dictando justicia en este país. 


señor legislador? , : s 


eS 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. ; 


SEÑOR LAMAS. — He escuchado con particular 
atención el extenso alegato que ha realizado el señor 
legislador García Costa y he encontrado que en el mis" 
mo hay una serie de razonamientos jurídicos que me 
parecen muy atendibles y que ademas contribuyen a 
elaborar los que estamos haciendo en esta sesión, que 
es la doctrina nacional en torno al tránsito de un ré- 
gimen de facto a uno de derecho con la peculiaridad y 
originalidad que tal vez no tenga antecedentes en otros 
procesos similares que ha vivido nuestro país, 


Sin pronunciarme sobre el tema, quisiera hacerle 
dos preguntas al señor legislador antes de que finalice 
su exposición, que a mi juicio son la consecuencia de 
la tesis que está desarrollando, 


El señor legislador sostiene que los cargos de la Su- 
prema Corte de Justicia se encuentran vacantes, acé- 
falos, que la investidura es un acto insanablemente nu- 
lo. Todos sabemos que durante el régimen cívico militar 
se empleó el recurso de que el Consejo de la Nación 
designara los miembros de los Tribunales de Apelacio- 
nes. Quiere decir que los actuales integrantes del Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo y de la Suprema 
Corte de Justicia, esos siete Ministros, fueron en su opor- 
tunidad miembros de los Tribunales de Apelaciones, La 
primera pregunta que formulo es la siguiente: en el 
supuesto caso de que todos Compartiéramos la tesis de 
nulidad o la posibilidad de revocación de esos nombra- 
mientos, ¿qué pasaría con estos funcionarios? ¿Volve" 
rían a desempeñar sus cargos Como miembros de los 
Tribunales de Apelaciones? 


La otra interrogante que planteo está relacionada 
no con los miembros de la Suprema Corte de Justicia 
y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sino 
con el resto de los funcionarios judiciales, porque a to- 
dos nos consta que debido al Acto Institucional N% 8, 
en primer lugar y posteriormente al N” 12, el Ministe- 
rio de Justicia — de acuerdo a la primera norma — 
y el Consejo Superior de la Judicatura — según lo que 
establece la segunda; y las denomino normas por dar- 
les algún nombre — y no los mecanismos previstos por 
la Constitución, son los que prevén las designaciones 
de los jueces, desde los de Paz y el Letrado a los miem- 
bros de los Tribunales de Apelaciones, En consecuencia, 
de acuerdo a la tesis que sostiene el señor legislador 
García Costa, ¿qué pasaría con los demás jueces y Mi- 
nistros de los Tribunales? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Muchas veces nos he- 
mos planteado esta pregunta y creemos que la respues” 
ta puede ser bastante sencilla. Sin embargo, preferiría 
que la Suprema Corte de Justicia, la real, la que noso- 
tros designamos, nos ayude a resolver esa situación, La 
Corte que actuó — lo he dicho hasta el cansancio, hasta 
haber quedado bastante ronco — ejerció actos adminis” 
trativos y jurisdiccionales válidos, entre ellos el de de- 
signar a los Ministros del Tribunal de Apelaciones, cuya 
venia llegó al Consejo de Estado. Si se quiere podemos 
ratificar esa venia; no tengo inconveniente en que se 
haga si se estima imprescindible. Reitero que si se quie- . 
re se les conceda la venia; no existiría ninguna difi- 
cultad en ese sentido para ratificarlas, Creo que debe- 
EL empezar por la máxima jerarquía del Poder Ju" 

icial, 


En Cuanto a los funcionarios públicos designados 
por esta Corte, cabe decir que cada órgano cumple sus 
funciones constitucionales en la medida y én la oportu- 
nidad que le corresponde hacerlo. Por usar un ejemplo: 
en estos días los Entes Autónomos están ratificando, 
explícita o implícitamente, todas las normas que Ccrea- 
ron con anterioridad los directores interventores num- 
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brados por eel régimen. Eso es una potestad de los En- 
tes Autónomos. La situación de los funcionarios públi- 
cos que fueron nombrados por la Judicatura han sido 
correctamente designados de acuerdo a la "teoría del” 
funcionario de hecho. Sin embargo, la próxima Corte 
puede resolver ratificarlos, o modificar lo que hubiera 
contrario a derecho o meramente confirmarlos por el 
silencio ademis Vic Vivo. Yo no puedo violar la Cons” 
titución y decir a la Suprema Corte lo que debe hacer 
con sus funcionarios. 


El problema se centra en la cabeza del Poder Judi- 
cial. Por ello el Cuerpo debe preguntarse si esas per- 
sonas que hoy detentan las funciones van a quedar en 
sus Cargos. 


Perdóneme, señor Presidente, pero' voy a hacer una 
referencia político partidaria, no para desatar una tor- 
menta, ya que creo que va a ser bien recibida por el 
Partido Colorado, 


Lo que tenemjos que decidir todos — pero en par- 
ticular el Partido Colorado ya que inviste la mayoría 
de los cargos y funciones del Poder Ejecutivo, está pre- 
sente en el Poder Legislativo, en las Intendencias y en 
la mayor parte de los Entes Autónomos — es si esta- 
mos dispuestos a que esa Suprema Corte juzgue a todos 
los infractores de la Constitución, sin excepción alguna 
y que conozca y resuelva en la materia de contienda 
de competencias constitucionales. 


El Partido Colorado ha realizado el 95% de los ac" 
tos administrativos dictados en este país desde que se 
- constituyó este Gobierno porque controla el Poder Eje- 
cutivo, la mayoría de los Entes Autónomos, así como 
gran parte de las Intendencias, entre ellas la de Mon- 
tevideo, Vale la pena pues tener en Cuenta que los que 
detentan los cargos del Tribunal de lo Contencioso, que 
juraron ante el Consejo de la Nación por las leyes fun" 
damentales del proceso institucional, van a ser las que 
dictaminen jurisdiccionalmente acerca de la nulidad de 
los actos administrativos definitivos dictados por la Ad- 
ministración en el ejercicio de sus funciones, contrarios 
a una regla de Derecho o con desviación de Poder. Ellos 
son pues los que van a juzgar toda la Administración 
del país, y, por consiguiente, este tema importa al país 
entero. Pero me permito llamar la atención a quienes, 
más allá de formar parte del Cuerpo, van a sentir las 
consecuencias en forma directa. -No olvidemos que la 
mantención en sus cargos de los cuestionados significa 
que la gente del proceso — y es manifiestamente obvio 
que el Partido Colorado no está con el proceso — va a 
ser la encargada de juzgar lo actuado por la Adminis” 
tración Pública que es regida mayoritariamente por el 
Partido Colorado. 


No creo que tengamos que nombrar jueces que ac- 


túen como un “push button” y simplemente digan que - 


si actuó el Gobierno, está bien; y si no está de acuer 
do el Gobierno, está mal. Pero tampoco debemos nom- 
brar gente que juró por esas normas de la dictadura y 
cuyo acceso a esos cargos ha implicado una adhesión, 
muy notoria, al régimen, destacable además aunque más 
no sea frente al silencio de otros. Hay magistrados — y 
esto lo saben sobre todo los abogados que integran el 
Cuerpo — que hace 14 años que esperan — y son gran" 
des jueces — que los designen, como corresponde, titu- 
lares de la Magistratura Superior. Y esperan porque son 
demócratas. 


Creo que cabe preguntarnos si alguno de entre no- 
sotros se anima a ir a decirle a esas personas: “Usted 
“fue postergado porque fue demócrata, porque creía en 
“el estado de Derecho, A usted lo hicieron esperar, lo 
“ tuvieron disminuido en sus legítimas posibilidades y 
“ahora lo vamos a tener 4, 7u 8 años más esperando 
“porque hay una interpretación muy peculiar que dice 
** que si no es con juicio político no pOdemos prescindir _ 
“ de los detentadores que ocupan esos cargos por dispo" 
“nerlo el Consejo de la Nación”. 
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No será un argumento jurídico pero no debemos 
dejarlo de lado porque las consecuencias que hoy el país 
vive son precisamente el producto del olvido de lo jurí- 
dico. Lo jurídico se basa en el sentido común. Enton- 
ces, lo jurídico determina que en un estado democrá- 
tico sea el. pueblo o sus representantes quienes nom- 
bren los Poderes legítimos. Y ello más aún cuando se 
quiere evitar que los resabios de un estado de fuerza 
totalitario -— que desgraciadamente nos precedió — con- 
tinúen viviendo dentro de nuestra organización. Pedir - 
mos pues en definitiva que se cumpla con la Constitu- 
ción, porque el otro sistema de continuidad es ilógico 
y absurdo, ¡ 


SEÑOR RIJO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GARCIA COSTA, — Con mucho gusto, 
Se 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR RIJO. — He escuchado, con el respeto y la 
atención debida, la larga exposición del señor legislador 
sobre el problema en debate, Quiero señalar que cuando 

manifiesta que aparta al Partido Colorado de toda vin- 
culación con el proceso, hace:bien, porque si estamos 
aquí y si este país tuvo elecciones libres en las que par- 
ticiparon todos los partidos políticos y en.las que votó 
todo el pueblo, fue precisamente por el esfuerzo del Par- 
tido Colorado, del Frente Amplio y de la Unión Cívica 


“que, contrariamente a lo que hizo el Partido Nacional, 


se sentaron a dialogar con las Fuerzas Armadas, llega- 
ron al acuerdo del Club Naval e instrumentaron el Acto 
Institucional N* 19, A raíz de él se realizó la convoca- 
toria a elecciones, se votá libremente y surgieron los 
representantes del pueblo. esa es una primera precisión. 


Por otra parte señalo al señor legislador — sin en- 
trar todavía al problema de fondo -— que cuando se 
pregunta si el Partido Colorado se animará a que la 
Suprema Corte de Justicia ejerza las competencias que 
le confiere la Constitución se olvida de que si triunfara 
la tesis de la integración parcial —- y teniendo presente 
que de los cinco miembros de la Suprema Corte, sola” 
mente hay dos en posesión de sus cargos — habría que 
designar tres nuevos miembros que podrían hacer ma- 
ho y que garantizarían la ecuanimidad en las deci- 
siones. 


Con respecto al problema de fondo de la tesis que 
brillantemente viene exponiendo el señor legislador, debo 
insistir que en lo que es absolutamente contradictorio 
con toda su exposición es en que si la nulidad es abso- 
luta, todo lo actuado también es absoluto. En definitiva, 
estaríamos entrando en la nada jurídica, Ese es el pun- 
to que debatiremjos cuando llegue el momento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa, 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Quiero señalar al señor 
legislador Rijo que soy un poco mayor que él pero que 
en estos temas soy bastante mayor porque hace años 
que estoy acá. “Vamos a no patear el tablero”. Si quiere 
discutir el pacto del Club Naval, le diré que he cansado 
a la gente con este tema, aunque posiblemente sin éxi- 
to. Pero hoy no; voy a elegir el momento y lo yamos 
a discutir. La instancia de la Asamblea Constituyente 
ya está próxima y entonces allí sí, conversaremos so- 
bre este punto en forma extensa. 


Soy un hombre político como todos los que nos sen- 
tamos acá y he realizado una larga exposición con la 
que he aburrido al Cuerpo. Además manifesté que iba 
a realizar una referencia de tono. político — con la que 
no creo haber ofendido a nadie porque lo hice con la 
mejor voluntad — acerca de que hombres, jerarcas y 
actitudes del Partido Colorado iban a ser juzgados por 
esas personas. 


En otro aspecto, el señor legislador Rijo manifestó 
que como en la Suprema Corte entran tres nuevos miem- 
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bros, poco importa que. queden dos designados por el 
procéso. No creo que un tema de este orden se pueda 
dirimir diciendo que un poquito de inconstitucionalidad 
ho molesta, ya que lo importante es que la parte fun- 
damental está cubierta. Este no es un criterio adecuado. 
El señor legislador Rijo me dice que éso.no fue su ex” 
presión, pero por las dudas la utilizo. 


Finalmente expresó que mi tesis conduce a la nada 
jurídica. Quiero señalar que tengo 6 libros de Derecho 
Administrativo y en todos ellos se habla de funcionarios 
de hecho. He tratado de traer aquí la doctrina que leo 
.con más facilidad porque está en castellano; pero tam- 
bién están las otras: la italiana, la francesa y una que 
por los nombres supongo es la alemana. Si el señor le- 
gislador lo desea, puedo traer todos los libros y verá que 
en todas ellas la posición es unánimte. 


Los actos que cumplen los funcionarios de hecho 
son válidos. Esto, dentro de lo que es un funcionario 
de hecho. Ahora bien: el señor diputado Rijo nos anti- 
cipa que él va a sostener la tesis de que la nulidad de 
los nombramientos decreta la nulidad de todas las ac- 
ri Con mucho respeto lo oiremos en su oportu- 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR BATLLE. — Muy brevemente, señor Presi- 
dente, ya que no voy a entrar al fondo del asunto sino 
a una parte adjetiva que en su momento quedó acla- 
rada, pero como el señor legislador García Costa insiste 
sobre el tema, pienso que es bueno repetirlo. 


Al Partido Colorado no le preocupa que juzguen los 
actos que hace. Los jueces no van a juzgar los actos 
del Partido Colorado sino los de los órganos de gobier- 
no. Los titulares de los órganos de gobierno — Poder 
Ejecutivo, Municipios, etcétera — desde el momento que 
llegan a estos cargos por eletciones actúan como tales, 
más allá o más acá del partido que representan. O sea 
que al Partido Colorado no le preocupa cómo juzguen 
los actos en función de ser integrantes de ese partido 
los titulares de los Cuerpos. 


Me parece que no es un enfoque adecuado del te- 
ma. La impresión que tengo es que debemos plantearlo 
en otro terreno, porque en ése vamos a llegar a un en- 
foque meramente político de la cosa y es demasiado de- 
licado lo que estamos tratando para derivarlo a ese te- 
rreno. Creo que es muy delicado lo que estamos tratan- 
do, repito, como para llevarlo al terreno político, que 
es meramente adjetivo. 


A Comprendo que el señor legislador García Costa 
pueda tener algunas preocupación en ese sentido, pero 
no es la nuestra porque aquí no actuamos en función 
del Partido Colorado, lo hacemos en nuestra función de 
senadores, de diputados, de Ministros, de Intendentes; 
actuamos en función de lo que el pueblo ha decidido 
con su voto, 


Nada más, señor Presidente. 


- SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Este episodio del Par- 
tido Colorado lo doy por terminado. Evidentemente las 
palabras del señor legislador Batlle ponen punto final. 
No hay pues ningún problema en el aspecto que yo men- 
cioné, de lo cual me congratulo, y espero que no lo haya 
en el futuro si es que dejamos vigente erróneamente 
determinadas condicionantes que son muy dolorosas par 
ra el país. 
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Decía, señor Presidente, que aquí lo que está plan- 
teado es que los hombres del derecho, la Suprema Corte 
de Justicia y el Tribunal de lo Contecioso Administra- 
tivo no pueden ser bifrontes, no pueden tener dos ca" 
ras. No puede haber un organismo que hoy se integre 
con personas designadas por un Estado de hecho, por 
un Estado dictatorial, luego sean confirmadas en sus 
funciones por el Estado de derecho como si los hom- 
bres fuesen válidos para todo. 


En uno de los libros que, con gusto, estuve exami- 
nando encontré algo que menciona un tratadista argen- 
tino. Lo digo, con todo respeto para la República her- 
mana. Sus palabras — no sé-si son exactas — son muy 
ilustrativas para nosotros, El 6 de setiembre de 1930 se 
da el primer golpe de estado militar en la República 
Argentina. Uriburu contra la Presidencia del doctor Yri- 
goyen. No habían pasado diez o doce días de esa fecha 
cuando la Suprema Corte de Justicia argentina — repi- 
to, es la interpretación de un autor, olvidemos que se 
trata de un país hermano — saca una acordada en la 
cual, prácticamente — yo lo leí y estoy de acuerdo con 
lo que dice el autor — dice: el que da: un golpe y tiene 
éxito, manda; hay que respetarlo de ahí en más como 
autoridad legítimamente investida porque la ejerce, y el 
que la ejerce es el dueño. 


Entonces, señor Presidente, de ahí en más en la Ar- 
gentina hubo, para algunos, una tesis oficial que es. si 
la Constitución se viola, el objetivo es tener éxito. Si 
se viola y se pierde, se es un sedicioso: si se viola y se 
gana, se es la autoridad legítimamente investida en el 
país. Eso no es así en el Uruguay. Tengo la aspiración 
de que en esto todos seamos unánimes. Más que la aspi- 
ración, tengo la certidumbre. Quizás haya una mirada 
distinta sobre este tema y se vaya procurando que todo 
sea válido. Depende dónde nos toque; la cosa es con- 
tinuar. Tú no eres responsable del país donde vives; tú 
no tienes la culpa si hay un Estado de derecho o si hay 
una dictadura. No, señor Presidente, todos tenemos la 
culpa; pero mucho más los hombres de derecho y los 
que hemos realizado una disciplina; los hombres a los 
que se nos enseñó el temía. Somos nosotros, señor Pre- 
sidente, y algunos más los que debemos dejar el camino 
para los que piensan distinto. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — En nombre de la minoría 
de la Comisión, designada oportunamente por la. ¡Asam” 
blea General, o por lo menos en nombre de una parte 
de esa minoría, en nombre del Partido Colorado, debo 
rendir un informe acerca de cuál fue el planteo que 
hemos sostenido en la misma. ¿ 


En primer lugar, nos parece que es importante te- 
ner en cuenta cuál fue la competencia concreta de la 
Comisión. Esta tuvo por cometido el análisis jurídico 
— no el político; en modo alguno fue el político — de 
la situación de los dos miembros que permanecen en la 
Suprema Corte de Justicia y, de la totalidad de los que 
componen el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Paralelamente, debieron analizarse algunas situaciones 
jurídicas vinculadas, obviamente, con las renuncias de 
tres miembros de la Suprema Corte de Justicia, presen- 
tadas ante ella y aceptadas. Insisto, pues, que fueron 
ajenas a la labor de la Comisión las consideraciones 
políticas vinculadas con el tema. , 


¿Cuáles fueron los debates mantenidos en la Comi- 
sión? Quizá no resulte Ocioso un breve compendio del 


cordial intercambio de ideas que, sin perjuicio de esa 


cordialidad, no nos llevó a acuerdo sobre el análisis ju- 
rídico del tema encomendado. ; 


En líneas” generales, la controversia planteada pue- 
de sintetizarse señalando que, por una parte, el Partido 
Nacional y el Frente Amplio sestuvieron la nulidad O 
invalidez de los nombramientos efectuados por el Con- 
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sejo de la Nación de los miembros de la Suprema Corte 
de Jústicia y del Tribunal de lo CGontecioso Administra- 
tivo, en atención al carácter espurio — creo que se ma- 
nejó exactamente esa expresión — del órgano que efec» 
tuó las designaciones. E . 


“Por otra parte, el Partido Colorado y la Unión Cí- 
vica, sin desconocer la -inconstitucionalidad del Consejo 
de la Nación — en modo alguno la negamos — afirma- 
ron Que la situación creada debería ser resuelta a la 
luz de las normas constitucionales vigentes en este- mio” 
mento. - a ; 


Para los pirmeros — es decir para el Partido Na- 
dional y el Frente Amplio —- los miembros de la Suprema 
“Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contecioso Ad- 
ministrativo son funcionarios de hecho. Y, por tanto, 
no es necesario destituirlos sino que, para desinvestir- 
los, o para que se produzca su cese, basta con el nom- 
bramiento de sus sustitutos. El Partido Colorado y la 
Unión Cívica, en cambio, si bien sostienen, también, 
que los integrantes de la Suprema Corte :de Justicia y 
del Tribunal de lo Contecioso Administrativo son fun- 
cionarios de hecho, afirmaron que es necesario, si se 
desea proceder a su desinvestidura, recurrir al proce- 
* dimiento del juicio político. Esto está previsto en los ar- 
tículos 93 y 102 de la Constitución de 1967. 


Y luego — recién luego — nombrar a su sustituto 
con arreglo a los artículos 85 — numeral 18 — 236 y 
308 de la Carta. ¿Cuál ha sido el punto de vista que ha 
manejado el Partido Colorado en este tema? Antes de 
entrar concretamente a la respuesta de esta interro- 
gante, parece imprescindible detenernos algunos miomen- 
tos en lo que tiene que ver con el método técnico-ju- 
rídico para la dilucidación del asunto. Mal podría pre- 
tenderse que la Constitución de 1967 contuviera solu” 
ciones expresas para los problemas constitucionales que 
crea el pasaje de la dictadura a la democracía. Esto 
ha sido reconocido y señalado por el señor legislador 
García Costa en el informe expresado en nombre de la 
mayoría. Y es así, porque de esto ninguna Constitución 
prevé los arbitrios destinados a subsanar las numerosas 
cuestiones de hecha y de derecho que se originan cuan" 
do una dictadura, que arrasó con la Constitución, €s 
sustituida por autoridades democráticamente electas. Se- 
ría un error, entonces, abocarse a un esfuerzo inter” 
pretativo, por cuanto no existe disposición constitucio- 
nal alguna que contemple casos como los que fueron 
encomendados a la Comisión. , 


Interpretar es conocer el significado de las palabras. 
No puede haber' labor interpretativa cuando las pala- 
bras no existen. Aplicadas estas simples consideraciones 
al terreno jurídico, podemos afirmar que sólo cabe la 
interpretación cuándo una norma constitucional, legal 
o reglamentaria — y en este caso nos ocupa una del 
primero de los rangos recién nombrados — prevé expre" 
samente una determinada hipótesis en forma directa O 
indirecta. En tales supuestos, de lo que se trata, eviden- 
“temente, es de desentrañar el alcance de la norma O, 
dicho en otras palabras, de encontrar su parte dispo- 
sitiva. 


En cambio, cuando una norma constitucional, legal 
o reglamentaria, no ha previsto la hipótesis que debe 
ser Tesuelta, el procedimiento indicado por la técnica 
jurídica no es el de la interpretación sino el de la inte- 
gración. La integración está pues destinada a colmar 
las lagunas y resolver los casos no previstos a texto ex- 
preso por el ordenamiento jurídico. Se ha señalado, equl- 
vocadamente, que carece de sentido la distinción entre 
la interpretación y la integración, por cuanto jamás es 
la ley la que resuelve un caso sino que lo es, siempre, 
la totalidad del ordenamiento jurídico. 


A nuestro juicio — y esto importa a la cuestión que 
estamos examinando — el error de este punto de vista, 
deriva de confundir la llamada plenitud del orden jurí- 
dico — que no está en tela de juicio —- con la existen- 
cia de normas jurídicas que. prevean y Solucionen todas 
las situaciones que puedan plantearse en la práctica. In 
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terpretación e integración. sí serían dos expresiones re- 
feridas a un mismo concepto y, por lo tanto, Carecería 
de sentido distinguir ambos vocablos salvo que se. pu- 
diera afirmar que para cada caso concreto que se plan- 
tea existe una solución jurídica expresa,.ya sea direeta 
o indirecta. | De : 


Pero la realidad es distinta. Son muchas las prue- 
has de que han escapado al Derecho numerosas hipó- 
tesis. Tanto es así que el artículo 15 del Código Civil de- 
termina que los jueces no pueden dejar de fallar en 
materia civil a pretexto de silencio, oscuridad o insufi- 
ciencia de las leyes. El punto de partida — decía Eduar-. 
do Jiménez de Aréchaga, en un trabajo que ya tiene 
casi cuarenta años — la premisa básica, es admitir la 
existencias de lagunas en el orden jurídico. En ese sen- 
tido para Kelsen, cuando una persona hace valer una 
determinada pretensión jurídica, hay que examinar si 
la misma tiene o no apoyo en la ley. Planteado el pro- 
blema en estos términos — decía Kelsen — se llega ne- 
cesariamente a la conclusión de que no hay auténticas 
lagunas, pues si los preceptos legales no conceden al 
sujeto la facultad de exigir algo, quiere decir que su 
pretensión deberá ser rechazada. Cuando se habla de las 
lagunas de la ley — señalaba Kelsen — lo que general- 
mente quiere expresarse es que las soluciones posibles 
Se consideran injustas en cuanto se piensa que si el 
legislador hubiera tenido presente el caso especial, lo 
habría reglamentado en forma completamente distinta 
de aquélla o aquéllas que del texto de la ley se infie- 
ren. La laguna no es más que la diferencia entre el De- 
recho Positivo y un orden tenido por mejor y por más 
justo. Todavía — agrega Kelsen — sólo puede afirmarse 
una laguna cuando se compara el derecho existente con 
el que, en opinión del sujeto, debía ser. Y como señala 
Eduardo Jiménez de Aréchaga, en ese trabajo a que 
hicimos referencia, una vez conocida la naturaleza de 
estas lagunas, se comprende que no puede pensarse en 
llenarlas por medio de la interpretación. La interpre- 
tación no tiene aquí la función de aplicar la norma si- 
no, al contrario, la de eliminarla para poner en su lu- 
gar la norma considerada mejor y más justa. Es detir, 
la norma deseada por el encargado de la aplicación y 
no la existente. Bajo las apariencias de complementar 
el orden jurídico, se suprime la norma postiva y se la 
sustituye por una nueva. Pero esto no significa que .el 
juez esté autorizado en todos los casos a descartar la 
aplicación de la norma positiva y sustituirla por otra 
más conveniente. 


Eduardo Jiménez de Aréchaga establecía, con toda 
razón, que si se admitiera esta tesis estaríamos en ple- 
no derecho libre y no existiría seguridad ni certeza ju- 
rídica. 


A esta altura, señor Presidente, conviene dejar en 
claro que la cuestión vinculada con la procedencia de 
acudir a la interpretación o, según los casos, a la inte” 
gración, tiene enfoques distintos según: se trate de la 
materia civil —entendida en sentido amplio, civil y pro- 
piamente dicha— laboral, comercial, etc., O de la ma- 
teria constitucional, porque si no efectuáramos este dis- 
tingo estaríamos admitiendo indebidamente que el legis" 
lador Ordinario -—como dice Jiménez de Aréchaga— ten" 
dría poder para señalar la manera de entender e inte- 
grar las normas que dicte el super legislador' constitu- 
cional. Y es evidente que esto permitiría falsear la pri- 
macía del segundo sobre el primero, la llamada por 
Haurion, super legalidad constitucional, 


Pero en esta materia, a diferencia también de la 
Penal, si bien no rige el artículo 16. del Código Civil, 
existe la integración de las normas jurídicas que debe- 
rá hacer libremente el interprete, de acuerdo al: proce- 
dimiento científico. E e 


Cabría hablar de una libre investigación cientifica 
de lás normas del ordenamiento constitucional; aunque 
atlarando que el que aplica la Constitución “no. está to" 
talmente libre de toda. regulación normativa. Veamos 
por qué. EA . 
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El artículo 63 de la Constitución —y cito nuevamen- 
te a Eduardo Jiménez de Aréchaga, que se refería a la 
Constitución de 1942, que consagraba un texto idéntico 
al del. actual artículo 72 de la Carta vigente— dispone: 
“La enumeración de derechos, deberes y garantías he- 
cha por la Constitución, no excluye los otros que son 
inherentes a la personalidad humana o se derivan de 
la forma republicana de gobierno”. Quiere decir, señor 
Presidente, que debe hacerse no sólo una interpretación 
extensiva, sino también una integración respetuosa de 
” los derechos, deberes y garantías individuales. Es cierto, 
sin embargo, que podría sostenerse una integración li- 
bre, no sujeta a la valla del artículo 72 de la Constitu- 
_ ción, después de una lectura superficial del artículo 332 
de la Carta que dispone. “Los preceptos de la presente 
Constitución que reconocen derechos a los individuos así 
como los que atribuyen facultades e imponen deberes a 
las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por 
falta de la reglamentación respectiva, sino que ésta se- 
rá suplida recurriendo a los fundamentos de leyes aná- 
logas, a los principios generales de. derecho y a las doc- 
trinas generalmente admitidas”. 


Este artículo 332 fue incorporado a la Constitución 
de 1942 por iniciativa del doctor Juan Andrés Ramírez, 
que en aquella Carta era el artículo 282. La innovación, 
sin embargo, no dio mérito a discusiones conocidas ni 
debates acerca del mismo. Según Justino Jiménez de 
Aréchaga, tiene por objeto establecer que la ausencia de 
ley reglamentaria no impedirá la entrada en vigencia de 
las disposiciones constitucionales que consagran derechos 
a favor de las personas que atribuyen competencias € 
imponen deberes a los organismos públicos. Decía Ji- 
ménez de Aréchaga que si el legislador, por manifesta- 
ción positiva de su voluntad, no puede alterar el siste- 
ma constitucional, es indudable que por omisión, no 
puede derogar disposiciones constitucionales. Y no otra 
cosa que eso sería admitir que la falta de ley reglamen- 
taria de un precepto constitucional pudiera impedir su 
aplicación. En suma, una cosa es el imperativo de apli- 
car una norma constitucional aunque falte la ley regla” 
mientaria que se hiciera necesaria, y otra cosa sustan- 
cialmente distinta es pretender que una ley reglamen- 
taria pudiera llenar una laguna constitucional, 


Lo que el artículo 332 dice o quiere decir, señor Pre- 
sidente, es que cuando no se ha dictado la ley regla- 
mentaria requerida por una norma constitucional, la omi- 
sión legal se sustituye, como establece la Constitución, 
recurriendo a los fundamentos de las leyes análogas, a 
los principios generales del derecho y a la doctrina ge- 
neralmente admitida, Lo que en cambio no dice dicha 
disopsición constitucional es que cuando falta una nor- 
ma en la Carta, se debe practicar una especie de dere- 
cho libre. Debe acudirse —y repito la afirmación de Ji- 
ménez de Aréchaga— a una integración respetuosa de 
los derechos, deberes y garantías individuales. Ese ar- 
tículo 332 de la Constitución, pues, debe ser cuidadosa” 
mente entendido dentro de límites muy precisos, com- 
prendiendo que esté referido a lo que Kelsen llama “la- 
gunas técnicas”, que son aquellas que se dan cuando 
el Poder Ejecutivo ha omitido reglamentar algo que era 
indispensable para hacer técnicamente posible la apli- 
cación de un precepto. Las lagunas técnicas no son co- 
mo las lagunas propiamente dichas. Una diferencia en- 
tre el derecho positivo y el derecho deseado, no es sino 
consecuencia del carácter más o menos indeterminado 
de la ley o, para la cuestión que estamos examinando, 
de la Constitución. 


En resumen, es posible afirmar sin vacilaciones que 
el asúnto a consideración de la Asamblea General, debe 
ser resuelto no interpretando a la Constitución, porque 
no existe norma a interpretar —ya dije que la Consti- 
tución no prevé el tránsito de la dictadura a la demo- 
cracia— sino, en cambio, acudiendo a la integración 
normativa de la misma. 


En contra de esta afirmación -se ha invocado, en su 
momento, -€l numeral 20 del artículo 86 de la Carta. El 
señor legislador Ríos ha sostenido que el Parlamento 
“puede y debe intervenir sancionando una ley interpre" 
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tativa de la situación creada a fin de arbitrar, por esa 
vía, una solución o, en su defecto, promover juicio po- 
lítico. Eso Consta en el acta N? 1 de la Comisión Espe- 
cial de la reunión del 28 de míarzo de 1985. 


Analicemos brevemente esta afirmación. La posibi- 
lidad de una ley interpretativa supondría, por una par- 
te, sostener que existe una norma constitucional cuyo 
sentido debe ser aclarado por vía legislativa y, por otra 
parte, que esa supuesta norma constitucional contiene 
una solución directa o indirecta coincidente con el pun- 
to de vista expresado en la Asamblea General por el 
Partido Nacional y el Frente Amplio. 


Una y otra afirmación no son, a mi juicio, exactas. 
Una ley que pretendiera interpretar lo que no puede ser 
objeto de interpretación sería una ley inconstitucional, 
y esa inconstitucionalidad podría ser objeto de una de- 
claración de la Suprema Corte de Justicia o de un veto 
por el Poder Ejecutivo. Todavía más: quedaría en pie 
la incertidumbre derivada del carácter generalmente 
obligatorio y, por lo tanto, no auténtico de la ley inter- 
pretativa. 


A este respecto decía Justino Jiménez de Aréchaga 
refiriéndose a las reglas de interpretación de la Constl- 
tución y en relación con el actual numeral 20 del ar- 
tículo 86 de la misma, que no cabe confundir en teoría 
general las interpretaciones generalmente obligatorias 
con las interpretaciones auténticas de la Constitución. 
Las interpretaciones de la Constitución hechas por vía 
de ley ordinaria no son auténticas, irrefragables, incues- 
tionables. Se llama en derecho interpretación auténtica, 
en cambio, a la que se contiene en una misma norma 
jurídica de la misma jerarquía de la norma interpre- 
tada. Y ello nos permite afirmar que una interpretación 
de la Constitución contenida en una ley ordinaria no 


sería una interpretación auténtica — decía Justino Ji- 
ménez de Aréchaga — irrefragablemente obligatoria y 


revisable. La única tesis que se conforma con el prin- 
cipio de que el Poder Legislativo está subordinado al 
texto constitucional — finalizaba — es la que recono” 
ce a la Suprema Corte de Justicia el poder de declarar 
inconstitucional una ley interpretativa de la Constitu- 
ción. De lo contrario, el Poder Legislativo escaparía a 
toda contención por parte del texto constitucional. 


Creo que el fundamento implícito en la tesis con- 
traria a la del Partido Colorado reposa en una confu- 
sión entre lo que doctrinariamente se ha denominado 
funcionarios de hecho con lo que se desiEna con el nom- 
bre de usurpador. 


Helsen, citado por el señor legislador García Costa, 
en sus “Principios Generales del Derecho Administrati- 
vo” y refiriéndose a los agentes del servicio público 
sostenía que la teoría de los gobiernos de hecho no es 
sino una faceta de una doctrina más general que com- 
prende también la toería de los funcionarios de hecho. 
En ese sentido y en lo que nos interesa, diferenciaba al 
funcionario de hecho del funcionario de derecho y del 
usurpador de funciones. Todo esto se ha señalado en 
Sala hace un rato. 


El funcionario de derecho es el que tiene la llama- 
da investidura regular; el funcionario de hecho es el 
que ostenta una investidura irregular y la irregularidad 
puede derivar de Que su investidura tuvo ese carácter 
desde su origen —por ejemplo, en el caso de un nom- 
bramiento o elección ilegales— o bien porque la inves- 
tidura cesó por revocación, suspensión o expiración del 
plazo. El usurpador, a diferencia de los dos anteriores, 
no tiene investidura alguna, ni regular, ni irregular, ni 
perimida, La doctrina admite pacíficamente esa diferen- 
ciación. 


La tesis,. entonces, del Partido Nacional y del Fren- 
te Amplio sería inobjetable para el caso del usurpador 
de funciones, pero no es aplicable al funcionario de he- 
cho. Este puede ser desinvestido de sus funciones sola” 
mente con arreglo al texto constitucional vigente en el 
momento de decidirse la desinvestidura, no tratándose, 
en cambio, de forzar la interpretación de las normas 
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constitucionales, sino acudiendo a los caminos de inte- 
gración constitucional. 


SEÑOR RIOS (Dn. Héctor L.). — ¿Me permite una 
interrupeión, señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. '— Puede interrumpir el se- 
ñor legislador.  : : 


SEÑOR RIOS (Dn. Héctor L.). — Señor Presidente: 
hubiera deseado que el señor legislador Ricaldóni. termi- 
nara su muy inteligente exposición a los efectos de nd 
hacerle perder la .hilación de su contenido, pero me ha 
aludido y luego de la alusión llega a determinadas con- 
_clusiones que no puedo aceptar sin referirme a ellas. 


Todos somos conscientes de que, por grande que sea 
el margen que concedamos ú la ficción optimista, es 
muy difícil salir de un gobierno de facto de un día para 
el otro. Cuesta mucho desprenderse de los resabios que 
nos deja un gobierno de facto, un régimen autoritario 
que se caracterizó por un' liderazgo absoluto del Poder 
Ejecutivo, que avasalló los otros Poderes del Estado arra- 
sando con la Constitución, con el país y con las institu” 
ciones. Naturalmente, también arrasó con el Parlamen- 
to, Al que disolvió el 27 de junio de 1973, y con la tri- 
partición de Poderes, qué es el testamento al que nos 
fuerza nada menos que el Gral. Artigas desde 1813. 


El Acto Institucional N* 8 —que fue claramente ex- 
plicado por el señor legislador García Costa— terminó 
con unó de los Poderes del Estado, el Judicial. Por su 
parte, el Acto Institucional N* 12 dice en sus Conside- 
randos: “I) Que el Poder Ejecutivo, en las actuales cir- 
cunstancias, estima indispensable la inmediata reorga” 
nización. de la Administración de Justicia”... —y agre- 
ga— ...“porque ello supone la concreción de uno de los 
más firmes propósitos del proceso cívico militar que ri- 
ge los destinos de la República”. 


Obsérvese que esto ocurrió el 10 de noviembre de 
1981, hace sólo tres años y medio. El Poder Ejecutivo, 
que tenía ese liderazgo de la conducción gubernativa del 
país, pretendía que era él quien podía reorganizar la 
Administración de Justicia. 


- Pero, además, ¿qué dice el artículo 85, inciso segun- 
do, de la Constitución de la República? ¿Podemos acep- 
tar nosotros, representación genuina del cuerpo electo- 
ral, de la soberanía, que el Poder Ejecutivo sea quien 
regule en materia de organización de la Administración 
de Justicia? ¿Desde cuándo? ¿Con qué facultades cons- 
titucionales? ¿Acaso no dice la Constitución que es la 
Asamblea General la que debe hacer esa regulación de 
la Administración de Justicia? ¿no es el Gobierno todo, 
con sus tres Poderes, —y el Judicial es uno de ellos— el 
que debe regir los destinos de la República? 


Por otra parte, el proceso cívico - militar indisimu- 
ladamente puede declarar que rige los destinos de la 
República y ahora algunos señores legisladores descubrl- 
mos que la Asamblea: General elegido por el pueblo no 
sólo no' puede hacerlo sino que tampoco puede ejercer 
sus deberes constitucionales como único órgano 'desig" 
nante de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia. 


En la primera oportunidad en que este tema se plan- . 


teó en la Asamblea General, pretendí hacer un estudio 
—y muy ingenuamente quise convencer-— sobre las nor- 
mas constitucionales, los Actos Institucionales Nos. 8 y 
12, la ley que crea el Consejo Superior de la Judicatura, 
la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo y, finalmente —y me amparo en el recuerdo del 
señor legislador Rijo— del Acto Institucional N9 19. Po- 
co hace al problema de la integración de la norma, por- 
que no creo que exista ninguna laguna para quienes, 
como nosotros, ni respetamos ni acatamos el Acto Insti- 
tucional N? 19. Para los sectores políticos á los que alu- 
dió.el señor- legislador Rijo —el Partido Colorado y las 
fuerzas políticas” que concurrieron al Club Navai— el 
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mencionado Acto resuelve el problema por cuanto su ar- 
tículo 22 dice que.el 15 de febrero de 1985 se instalarán 
la Asamblea General, las Juntas Departamentales y las 
Juntas Locales Autónomas; ese mismo día tomarán po" 
sesión de su cargo los Intendentes Municipales electos 
y el 19 de marzo de 1985 lo harán el Presidente y Vi- 
cepresidente de la República electos. El artículo 10 del 
mismo Acto dice que todas las autoridades no mencio- . 
nadas por el artículo 2% continuarán en el desempeño 
de sus funciones hasta tanto sean electos o designados 
sus sucesores. y 

De manera que no existe un vacío legal; no tene- 
mos por qué recurrir a Covielle, a_ Helsen o a Kelsen 
para tratar de ver cómo se integra la norma. A los pac" 
tistas del Club Naval debo: decirles que no es necesario 
acudir a los principios analógieos.o de derecho-ni a la 
doctrina más recibida; no, la norma está dada por el 
Acto Institucional N* 19 que establece que los miembros 
de la Suprema Corte de Justicia son interinos. Es por 
esa razón que sus actos administrativos y jurisdiccio- 
nales son válidos, pero son interinos. ¿Cuándo caducan 
sus mandatos? Cuando esta Asamblea General cumpla 
con lo que es un deber. : 


Hace aproximadamente un mes, en una interven- 
ción, dije que en Derecho Público las facultades o com- 
petencias constituyen un deber hacer y no algo que po- 
demos hacer o no, Nosotros tenemos el deber de inte- 
grar la cúpula del otro Poder del Estado; tenemos que 
darle legitimidad democrática al país. El Poder Ejecuti- 


_ vo se ha compuesto —vamos a admitirlo — democráti- 


camente; el Poder Legislativo es la 'emanación directa de 
la voluntad del cuerpo electoral y en él está represen- 
tado todo el espectro político del país. El otro Poder 
está integrado por gente que, de acuerdo con el artícu- 
lo 239 de la Constitución de la República, debió juzgar 
cen ed a todos los infractores de dicha Consti- 
ución. . . : , ] 


Una vez arrasadas las instituciones, el Directorio 
del Partido Nacional presentó una demanda a efectos 
de que la Suprema Corte de Justicia juzgara a los.in- 
fractores de la Constitución. La Suprema Corte de Jus" 
ticia no cumplió ese precepto imperativo de la norma 
constitucional. ¿Y esa gente que nunca se acordó de res” 
petar los derechos humanos y de juzgar a los infracto- 
res de la Constitución, va a seguir en sus cargos? 


” Refiriéndose a este mismo punto, álguna doctrina 
de validez universal decía que tolerar que queden, pre" 
cisamente, en la cúpula de uno de los Poderes del Es- 
tado —el más importante en lo relativo a las institucio- 
nes y al Derecho de gentes, el Poder Judicial— quienes 
fueron designados por el gobierno de facto, significaría 
una suerte de fideicomiso político por el 'cual la volun- 
tad del régimen fenecido compromete la actitud del su- 
césor. Esta gente que ha hecho jurar a procuradores, 
escribanos y abogados por el proceso cívico militar ¿pien- 
sa juzgar por los Actos Institucionales y las Leyes Fun- 
damentales? Ellos que han jurado por el proceso mili- 


“tar y los Actos Institucionales ¿han de quedar cuatro, 


seis u ocho años más? ¿Van a juzgar ellos a los infrac- 
tores de la Constitución? Como señálaba el señor legis- 
lador García Costa ¿los Ministros del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo van a observar la ilegalidad 
de la desviación de poder que puede tener el gobierno 
democrático en la administración de los intereses del 
país? Diría que esta gente ha jurado demasiado: tanto, 
que ya no puede dar marcha atrás. Ahora quieren ca- 
sarse con la Democracia, vestidos de blanco... 


Con'todo respeto, creo que si por vía legal acordá- 
ramos lo que nuestro estimado Presidente lama “per- 


-Sonería procesal activa” al arco iris, éste seguramente 


podría demandar a estos señores por perjurio. Han ju" 
rado y se han comprometido demasiado, pero no ofre- 
cen una garantía al país. Al volver a la democracia el 
país necesita jueces de la ley, para la ley y en la ley, 
y ellos son los que emanan de la «Constitución, desig- 
nados per el órgano habilitado por la Constitución, que 
es la Asamblea General. E y 
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El Acto Institucional N? 19 —para quienes quieren 
recordar que existe— da a estas personas el carácter 
de interinos, hasta tanto la autoridad competente, que 
es éste Cuerpo, designe a sus sucesores. Sobre esto no 
tengo vacilación alguna. 


Acerca del otro tema que tocaba el distinguido le- 
gislador Ricaldoni, respecto a que cumple a la Asamblea 
General interpretar la Constitución, debe decir que el 
Título Preliminar del Código Civil —de gran sentido co- 
mún— nos enseña que cuando el texto de la norma es 
claro no podemos apartarnos de su tenor literal a pre- 
texto de consultar su espíritu. Evidentemente, corres” 
ponde a este Cuerpo —repito, emanación directa de la 
soberanía— la interpretación auténtica de la Constitu- 
“ción. Naturalmente, la Constitución de la República re- 
serva a la Suprema Corte de Justicia el derecho de juz- 
gar, en los casos previstos por los artículos 256 a 261, la 
inconstitucionalidad de las leyes. Pero la interpretación 
auténtica de la Constitución debe .emanar de esta 
Asamblea, que es representativa de la democracia que 
queremos reverdecer. 


Por lo expuesto, lo que queremos, simplemente, es 
que esta gente cese en su cargo, que es interino. Llá- 
meseles funcionarios de hecho o usurpadores, lo que in- 
teresa es que se vayan porque no podemos aceptar que 
uno de los Poderes del Estado continúe como resabio 
tan importante de la dictadura militar, de la que que- 
remos librarnos para siempre. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar en el uso 
de la palabra el señor legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — En realidad, la interven- 
ción de mi amigo el señor legislador Héctor L. Ríos va 
mucho más allá de lo que fue una alusión que en modo 
alguno tenía solapadamente incluida una forma de iro- 
nía o de crítica a un punto de vista que él expresó y que 
yo respeto. Me limité a citar textualmente la versión ta- 
quigráfica de la sesión de la Comisión Especial creada 
por la Asamiblea General, en donde efectivamente el se- 
ñor legislador Héctor L. Ríos sostuvo que correspondía 
o bien una interpretación de la Constitución mediante 
una ley, al amparo del artículo correspondiente de ella, 
o bien el juicio político. 


Justamente, nosotros estamos tratando de demos" 
trar de a poco, y a través de nuestra disertación, que 
la interpretación armoniosa de la Constitución conduce 
fatalmente a someter a juicio político a oquellos Minis- 
tros que actualmente están en la Suprema Corte de 
Justicia y en el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, y a los que queramos desinvestir de su función. 
Ese es nuestro punto de vista. Admitimos que puede 
haber otros, 


/ Pero sí debemos dejar en claro un error, que segu- 
ramente ha sido involuntario en las expresiones del se” 
ñor legislador Héctor L. Ríos, en cuanto a que esta Asam- 
blea General puede interpretar la Constitución. La 
Constitución no va tan lejos. porque establece que es por 
medio de una ley sancionada según el trámite común 
a todas las leyes —y conforme, naturalmente, a lo que 
ella dispone— que se puede dictar una norma de carác- 
ter interpretativo. Eso por una parte. 


Por otro lado —y es algo que también merece se- 
ñalarse— el señor legislador Héctor L. Ríos dijo —y 
€s cierto— que una interpretación legal, no de la Asam- 
blea General, es una interpretación auténtica. Estoy to- 
- talmente de acuerdo en eso; pero hace un rato yo seña- 
laba, citando a Jiménez de Aréchaga, la diferencia exis- 
tente entre la interpretación auténtica y la interpreta” 
ción: obligatoria. La interpretación irrefragable, indiscu- 
tible, es la que emana de un órgano de la misma je- 
rarquía que aquél que dictó la norma que se pretende 
interpretar. Si por medio de una ley interpretamos la 
Constitución, - interpretamos auténticamente, pero no en 
forma obligatoria, o : 2 eE ES 
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No quiero entrar al análisis de todas las reflexiones 
formuladas por el señor legislador Héctor L. Rios por- 
que espero que en el curso de este debate yo tambi-n 
tenga la oportunidad de hacer referencia a las. expre” 
siones que acabo de mencionar y que fueron expuestas 
por vía de una interrupción, como así también a las 
que ha dejado sentadas en el seno de esta Asamblea 
General el señor legislador García Costa. En lo posible, 
quiero seguir adelante con este informe que estoy emi- 
tiendo en nombre del Partido Colorado, 


Sin embargo, quiero referirme muy brevemente a 
dos Cosas. a s 


En primer lugar, es efectivamente cierto que la Cons- 
titución establece que es la Asamblea General la que 
mmombra a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En 
modo alguno he dicho lo contrario. Pero acá no estamos 
discutiendo —o no deberíamos hacerlo — quién nombra 
a esos Ministros. El problema que nos ha convocado a 
esta sesión de la Asamblea General requiere previamen- 
te determinar en qué forma o por qué Caminos se di- 
lucida la situación jurídica de esos funcionarios de he- 
cho que están ocupando cargos en la Suprema Corte de 
Justicia o en el Tribunal de lo Contencioso Administrar 
tivo. Esto es algo que requiere un pronunciamiento pre- 
vio a lo otro, sobre lo que creo que todos en esta Sala 
estaremos de acuerdo, es decir, que será la Asamblea 
General la que designará a los miembros de la Supre- 
ma Corte y del Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo. 


En cuanto a la referencia al Acto Institucional nú- 
mero 19, no quiero -—como no quería hoy el señor legis- 
lador García Costa— embarcarme en una discusión ab- 
solutamente ociosa y distorsionante de lo que creo que 
debe ser el derrotero de esta Asamblea General, tal cor 
mo yo lo entiendo. Pero esa referencia a una disposi- 
ción del Acto N? 19 que establece que determinados fun- 
cionarios públicos de hecho permanecerán en sus Car- 
gos —y estoy citando de memoria, porque no tengo en 
mi poder ese Acto— hasta que ellos sean ocupados por 
quienes sean designados con arreglo a la Constitución, 
puede ser interpretada de muchas maneras, Mi interpre- 
tación es la siguiente: que los nuevos funcionarios de- 
ben ser designados cuando proceda con arreglo a las 
normas constitucionales vigentes. 


Ello nos vuelve a introducir en el tema de Cómo 
se hace —y perdóneseme la expresión— para despejar el 
camino sin violar la Constitución, sin violar nuestro or- 
denamiento jurídico, para que esa sustitución sea posi- 
ble. Por otra parte, esa normas, que creo que está con" 
tenida en el artículo 10 del Acto Institucional N% 19, no 
hace otra cosa que recoger la misma fórmula que se es" 
tablece para la designación de los Directores de los En- 
tes Autónomos y, de los Servicios Descentralizados. A 
nadie se le'pcurriría pensar que esa norma que estable" 
ce —y es la que ahora estamos aplicando en este Par- 
lamento— que los Directores cesarán cuando sean desig- 
nados los que los sustituyan, en modo alguno significa 
que esa sustitución se haga de cualquier manera. Se ha 
de hacer con arreglo a la Constitución. 


Estoy seguro de que, en definitiva, este tema nos in” * 
troduce en el que es de fondo, sobre el que quizás vuel- 
va con pretensión de aportar más detalles a lo largo de 
la discusión. 


SEÑOR; RIOS (Dn. Héctor L.). — ¿Me permite una 
interrupción, señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Sí, señor legislador, * 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador Ríos, 


SEÑOR RIOS (Dn. Héctor 1..). — Debo decir, sim- 
plemente, que el gravísimo problema que estamos abor- 
dando es el de que recién estamos componiendo. el pri- 
mer escalón del aparato gubernativo del país. No se tra- 
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ta de discutir la súerte del portero, del escribiente, de 
un Auxiliar 4%, ni siquiera de un miembro del Directo- 
rio de un Ente Autónomo; estamos discutiendo todavía 
la integración del primer escalón del aparato guberna- 
tivo, vale decir, el primer escalón de los tres Poderes 
del Estado. j 


El artículo 2% del Acto Institucional N% 19, que me 
cuesta recordar —hubiera preferido que no existiera, pe" 
ro existe y ustedes, naturalmente, lo recuerdan— refie- 
re nada menos que al Presidente de la República, Vice- 
presidente, Intendentes y legisladores, primerísimo esca- 
lón de dos Poderes del Estado. Pero' en otra disposición 
dice que todas las autoridades no mencionadas por el 
artículo 22 —y hace referencia al mismo nivel de jerar- 
quías gubernativas— continuarán en el desempeño de 
sus funciones hasta tanto estén electos o designados sus 
sucesores. j E 


Lo importante es que los tres Poderes del Estado 
tengan legitimación democrática, que la democracia 
vuelva de verdad, que atrás no quede resabio alguno, Y 
tengo para mí que para los pactistas del Club Naval es- 
tá resuelto el problema de la integración de la norma 
porque no existe ninguna laguna, ningún vacío legal, 
ninguna laguna técnica o práctica; la solución, para ellos 
es que son simplemente mien'bros interinos de la Su- 
prema Corte de Justicia y cesan en sus cargos en tanto 
nosotros no cometamos la tremenda e imperdonable omi- 
sión de dejar transcurrir el plazo de noventa días. que 
tenemos para cumplir con un deber hacer -—es una fa- 
cultad de derecho público— de designar a los miembros 
de la Suprema Corte de Justicia. 


Agradezco la interrupción que se me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar en el uso 
de la palabra el señor legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Quiero decir al señor legis" 
lador Héctor L. Ríos que en ningún momento dejé de 
compartir —y el Partido Colorado tampoco— esa preo- 
cupación por poner a funcionar, de una buena vez y con 
una integración normal, la Suprema Corte de Justicia, 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la Corte 
Electoral y el Tribunal de Cuentas. 


Reitero que me quiero hacer entender porque no 
es eso lo que está en discusión en este momento o, por 
lo menos, no es eso lo que está en discusión en esta 
parte de mi informe. Lo que estoy tratando de explicar 
es que queda por develar cual e$ el procedimiento cons" 
titucional que debe ponerse en funcionamiento sin vio- 
lar ni desconocer la Constitución, a efectos de llegar a 
ese fin que todos compartimos. 


Dije hace un rato: —y me complace la coincidencia— 
que no hay ninguna duda de que esta constitución —o 
cualquier Otra en el país o en el mundo— no ha previs”- 
to cómo se debe hacer la salida de la dictadura a la 
democracia. No creo que haya sido una omisión invo- 
lIuntaria, sino más bien voluntaria. 


¿A- qué constituyente se le ocurriría prever el caso 
de que la Constitución que se aprueba va a ser violada 
y Cómo se sale de la violación? Pero eso no quiere decir 
que no tenga respuesta. Quiere decir que tiene una res. 
puesta — naturalmente, estoy repitiendo mis ideas an. 
teriores — que no es la de interpretar porque falta esa 
norma, Es, en. cambio, y también naturalmente, la de 
integrar, o sea, la de construir, porque el ordenamiento 
jurídico es completo, pleno, como se suele decir en doc- 
trina, construido a partir de las fórmulas generales de 
una integración que nos lleve a la solución más ajus- 
tada a los principios generales de la Constitución. 


Repito que sobre todo esto en esta sesión habrá más 
de una oportunidad para volver sobre el tema. 


“- Voy a continuar, señor Presidente, con el propósito 
de-exporier el punte de vista del Partido Colorado en 
esta materia. * : 


ASAMBLEA GENERAL 


30 de abril de 1985 


Digo que todas estas consideraciones precedentes son 
también aplicables a la idea manejada de proceder, sin 
desinvestidura previa de los actuales integrantes de la 
Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Con- 
rro Administrativo, a la designación de los sus. 
itutos. y 


Semejante posibilidad sólo podría encontrar asidero 
en la medida en que encuadrara en el artículo 332 de 
la Constitución. Ese es el artículo que hace largo rato 
vengo citando y que algunos viejos estudiantes de de- 
recho recordarán, porque Jiménez de Aréchaga y la doc- 
trina nacional lo llamaban la “fórmula Ramírez”. Este 
artículo consagra en cierta forma y medida la éxisten- 
cia de las llamadas facultades implícitas del Parlamen- 
to. Quizás por esa vía pretenda fundarse la tesis que 
hemos escuchado por parte de los integrantes de la ma- 
yoría de la Comisión. Pero hay que decir — y vuelvo 
a citar al maestro de todos nosotros en derecho consti- 
tucional, el doctor Justino Jimérez de Aréchaga -— que 
la teoría de los poderes implícitos no supone otra cosa 
que sostener, por desarrollo interpretativo del texto cons” 
titucional citado, el principio existente en los Estados 
Unidos, como consecuencia de la interpretación del juez 
Marshall, que establecía que cuando la Constitución ha 
atribuido al Congreso ciertas facultades, implícitamente 
le ha asignado el poder de crear las vías y medios — el 


indispensables para ponerlas en ejecución. 


Esto equivale a decir — agregaba — que la teoría, 


de las facultades implícitas no podrá permitir nunca 
interpretar el texto constitucional en el sentido de atri- 
buirle al Congreso otros poderes que los que expresa: 
mente se ha confiado el soberano, sino simplemente per- 
mitirle crear los medios necesarios para el ejercicio de 
los poderes efectivamente conferidos. 


Y se preguntaba Jiménez de Aréchaga: ¿puede sos- 
tenerse en nuestra Constitución la existencia de pode- 
res implícitos, aun con ese restricto alcance que debe 
darse al concepto? No hay en ella — contestaba — u: 
texto semejante al citado de la Constitución americana 
o al de la Constitución argentina. Pero, en cambio, el 
artículo 282 — hoy 332 — incorporado en la reforma 
de 1942 establece que la falta de reglamentación de un 
precepto constitucional por el cual se reconocen dere- 
chos a los individuos o poderes a los órganos de gobier- 
no, no obstará su aplicación. Quiere decir — continua- 
ba Jiménez de Aréchaga — por tanto, que de un morir 
indirecto el artículo ha venido a admitir por disposi- 
ción expresa, la posibilidad de que la Asamblea General 


dicte leyes para crear las vías y medios necesarios para 


el ejercicio de los poderes que constitucionalmente le 
han sido atribuidos por la nación. 


Pregurtémonos ahora, señor Presidente, cuáles se 
rían las consecuencias de integrar correctamente las ni 
mas constitucionales. Quedó claramiente establecido e 
la sesión anterior de esta Asamblea General, al aprobe 
se una moción del señor legislador Cigliuti, que una Co* 
misión se abocara al estudio de la “interpretación jurí- 
dica y constitucional planteada por Jos señores legisla” 
dores preopinantes”, que eran precisamente los señores 
legisladores Héctor L. Ríos, Aguirre, Batalla y algún 
otro que no recuerdo. 


La posición sustentada en la Comisiór por el Parti- 
do Colorado, como sabemos, fue diferente a la que sos" 
tuvieron el Partido Nacional y el Frente Amplio, tal co- 
mo quedó en evidencia. No es fácil advertir si la tesis 
del Partido Nacional y del Frente Amplio resulta de 
una interpretación del texto de la Constitución — que 
ya hemos dicho que constitucionalmente no correspon- 
de — O de una integración de los preceptos contenidos 
en dicho texto. Pudiera pensarse que ambos partidos 
sostienen la tesis de la designación sin desinvestidura 
previa de los actuales miembros de la Supremá Corte 
de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, acudiendo a la interpretación de la Carta y no 
utilizando una técnica destinada a integrarla, en aten- 


ción a lo que afirmara -— y le pido disculpas al señor- 
legislador Héctor L, Ríos, pero la tengo escrito y lo vuel- . 


S 


“ways and means”, como lo llaman los anglosajones. — - 


vo a citar — el mencionado señor legislador en -el.seno - 


de la Comisión Especial, tal como se recordara al prin” 
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cipio de esta exposición, en el sentido de que el Parla- 
mento puede y debe intervenir sancionando una ley in- 
terpretativa de la situación creada, a fin de arbitrar 
por esa vía una solución. Todo esto, sin perjuicio de que 
en la misma sesión de la Comisión agregaba que en s 
defecto podría promoverse el juicio político. 


, Determinar cuál es el camino técnico jurídico segui- 
do por el Partido Nacional y el Frente Amplio nos pare- 
ce que es algo más que un planteo teórico o doctrina- 
rio. Si ese punto de vista encontrara apoyo en la exis- 
tencia de una norma constitucional que requiere inte- 
pretación, habría que admitir la viabilidad de la ley 
interpretativa que se dictara, invocando, justamente, el 
numeral 20 del artículo 85 de la Carta de 1967. Si en 
cambio, el Partido Nacional y el Frente Amplio sostu- 
vieran que procede el nombramiento de nuevos miem- 
bros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, sin desinvestidura previa 
de quienes ocupan aún cargos en ellos, pese a faltar una 
orden constitucional vigente —a falta de norma que re- 
conociendo que la situación planteada requiere una in- 
dapación y no una interpretación de la Constitución de 
1967. 


Si esto fuera así y si esta segunda posibilidad fuera 
la que corresponde a la intención del Partido Nacional 
y del Frente Amplio, tendríamos que admitir que esta 
controversia planteada en la samblea General quedaría 
circunscripta meramente a determinar cuál de los mé- 
todos de integración utilizados por unos u otros de los 
partidos políticos aquí representados es el que contiene 
la solución correcta. 


En otras palabras, la discusión debería centrarse en 
cuál es el procedimiento de integración más ajustado al 
orden constitucional vigente —a falta de norma que re- 
suelva el problema— y cuáles son las consecuencias jurí- 


dicas derivadas del procedimiento elegido. Hemos afirma- - 


do que si bien en materia constitucional la integración de- 
be hacerse mediante una libre investigación científica de 
las normas del ordenamiento constitucional, como decía 
Eduardo Jiménez de Aréchaga, no está totalmente libre 
el que aplica o integra la Constitución de toda regula- 
ción normativa ya que el artículo 72 determina límites 
claros para la tarea. A falta de norma constitucional, 
corresponde, sí, la integración; pero debe hacerse tenien- 
do en cuenta, como dice la Constitución en el artículo 
72, la enumeración de derechos, deberes y garantías he- 
cha por ella y todos los otros que son inherentes a la 
- personalidad humana o se derivan de la forma republi- 
cana de gobierno. Recordemos que Eduardo Jiménez de 
Aréchaga decía que debe ser una integración respetuo- 
sa de los derechos, deberes y garantías individuales. 


Este es, justamente, el punto de vista del Partido 
Colorado. Supone nada más y nada menos que defender 
el orden constitucional consagrado en la Carta de 1967 
y no, en modo alguno, asegurar deliberada e indirecta- 
mente la permanencia de los miembros de la Suprema 
Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo designados con arreglo a las normas dicta- 
das por el anterior gobierno de facto. 


No está en discusión que el Consejo de la Nación 
fue un órgano creado por la dictadura y que, por tanto, 
perdió su existencia: fáctica al recuperar su vigencia, con 
el retorno a la democracia, la Constitución de 1967; no 
está en discusión que los miembros subsistentes aún de 
la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Con- 
lencioso Administrativo fueron designados por esa aut 
ridad absolutamente ajena a las previsiones constitucio- 
nales; no está en discusión que un Estado democrático 
debe designar a todos los titulares de los Poderes y Or- 
ganos que lc integran con arreglo a las normas conte- 
hidas en la Constitución; no está en discusión, concre- 
tamente, que nunca más los Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo serán designados al margen o en violación 
de la Carta. En ello estamos de acuerdo todos los par- 
tidos políticos aquí representados. También hay y hubo 
coincidencias en cuanto a que respecto de los tres miem- 
bros que han renunciado a la Suprema Corte de Justicia 
se debe entender que el plazo de noventa días que pre- 
vé el artículo 236 de la Constitución 'corre desde el 15 
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de febrero de 1985 porque ese fue el día en que comen- 
zÓ a funcionar este Parlamento. Pero sí está en discu- 
sión en cambio — y esto es precisamente el núcleo de 
las discrepancias existentes — si es o no constitucional- 
mente necesaria la desinvestidura de los actuales inte- 
grantes de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo como actos jurídicos 
previos a la designación de sus sustitutos. 


El Partido Colorado está convencido de que la situa- 
ción de los referidos funcionarios de hecho y la de lo: 
de cualquier otro sector estatal se debe resolver cum- 
pliendo escrupulosamente con un procedimiento de in 
tegración absolutamente respetuoso del texto constitu- 
cional y que en lo que se refiere específicamente a los 
Ministros de hecho de la Suprema Corte de Justicia. y 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, salvo los 
casos de fallecimiento o de renuncia, sólo puede proce- 
derse al nombramiento de sus sustitutos luego de que 
aquellos sean desinvestidos conforme al procedimiento 
del juicio político. Aplicando tales previsiones constitu- 
cionales, se respetan todos y cada uno de los derechos, 
deberes y garantías incluidos expresa o implícitamente 
en el artículo 72 de la Constitución, que debe ser apli" 
cable tanto a los Ministros de hecho — los actuales — 
como a todos los demás funcionarios públicos, desde el 
más encumbrado nasta el más modesto, hayan sido o 
no designados por la dictadura. 


Por otra parte, en orden a esas ideas, este Parla- 
mento ha actuado en lo atinente a los directores de he- 
cho anteriores de los entes autónomos y servicios des: 
centralizados. La diferencia constitucional existente en- 
tre tales funcionarios de hecho y los actuales integran: 
tes de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo es que estos últimos tie- 
nen previsto o asegurado un lapso especial para el ejer- 
cicio del mandato, según resulta de los artículos 237, 
250 y 308 de la Constitución. 


Durarán diez años en sus cargos, salvo que antes 
cumplan setenta años de edad. Los primeros, en cam- 
bio deben permanecer en funciones hasta que sean de- 
signados o electos sus sustitutos y a ellos sí se les pue- 
de designar sin desinvestidura previa de sus antecesores. 
antecesores. 4 : 


6) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR PRESIDENTE. — En estos momentos se han 
cumplido las tres horas de duración normal de la Asam- 
blea General; naturalmente la sesión puede ser prorro- 
gada si se hace moción en ese sentido. Me permito seña- 
lar que algunos señores legisladores me informan que 
se na decretado un paro de transporte para la hora 23 
y me sugieren que la hora de prórroga sea compatible 
con la posibilidad de que los funcionarios del Poder Le- . 
gislativo puedan volver a sus casas medíante la utili- 
zación del transporte colectivo. Comunico, entonces, el 
vencimiento de las tres horas de duración normal de la 
Asamblea General y espero la moción de algún señor 
legislador para que se prorrogue esta sesión por. el tér- 
mino que estime conveniente, si es que se entiende. ne- 
cesario hacerlo. , 


SEÑOR FAU. — Podría ser hasta el jueves, y evi: 
taríamos así el problema de la locomoción. 


SEÑOR CIGLIUTI. — El jueves hay sesión del 
Senado. h . 


SEÑOR PRESIDENTE. —- El señor legislador Fau 
propone que se postergue la. sesión para el día jueves, pe- 
ro hago notar que 'ese día hay sesión en el Senado y en 
la Cámara de Diputados. 1. : 


SEÑOR CIGLIUTI. — A mí me parece que, en vir- 
tud de la forma en que están preparados los trabajos 
de la Cámara y del Senado, y en el afán de no prorro- 
gar excesivamente el intermedio la nueva sesión que 
la Asamblea General dedique a este asunto tendría. que 
realizarse el día viernes y propondría concretamente esa 
fecha, a la misma hora de hoy, o-sea a las 18. Creo que 
en estos momentos seguir sesionando -media hora .más-.0 
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diez minutos .menos daría lo mismo, por lo tanto, pro- 


pongo que decretemos un cuarto intermedio hasta el 


día viernes a la hora 18. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración la mo- 
ción propuesta por el señor legislador Cigliuti. 


SEÑOR BATALLA. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — No sé si el señor legislador 
Ricaldoni, que está haciendo una documentada exposi- 
ción desea finalizarla en la sesión de hoy. Simplemente, 
propondría que se pase a cuarto intermedio una vez que 
el señor legislador Ricaldoni termine con su exposición, 
porque. considero que no es deseable que ella se desdo- 
ble en dos sesiones. En lo que me es personal, someto 
esta propuesta a la decisión del señor legislador Ri- 
caldoni. 


SEÑOR RICALDONI. -— Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. S 


SEÑOR RICALDONI. — Agradezco mucho la deli- 
cadeza de mi amigo, el señor legislador Batalla, y creo 
que salvo las interrupciones que me puedan solicitar, 
aproximadamente en veinte minutos termino con este 
informe. Si benévolamente suspendemos para la próxi- 
ma sesión el debate sobre lo que estoy diciendo, estoy 
dispuesto a terminar en quince o veinte minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se nace uso de la 
palabra, se va a votar si se pasa a cuarto intermedio 
hasta el viernes a la hora 18 una vez finalizada la ex- 
posición del señor legislador Ricaldoni. 


(Se vota:) 
—102 en 102. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) DESIGNACION DE LA TOTALIDAD DE 
MIEMBROS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA. (Artículo 236 de la Constitución 
de la República) 


Continúa en uso de la palabra el señor legislador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Gracias, señor Presidente. 


Decía que la diferencia entre los funcionarios de 


hefho de la Corte y del Tribunal y los directores de 
hecho de los entes autónomos y servicios descentraliza” 
dos surge de que unos tienen un lapso determinado, ta” 
xativamente fijado por la Constitución y los otros no 
lo tienen. Los directores-de los entes autónomos y ser- 
vicios descentralizados deben permanecer en funciones 
hasta que sean designados o electos sustitutos y a ellos 
sí se les puede designar sin desinvestir previamente a 
los antecesores. Así el artículo 192 de la Constitución, 
determina que los miembros de los Directorios o Direc- 
tores Generales cesarán en sus funciones cuando estén 
designados o electos conforme a las normas respectivas 
quienes hayan de sucederlos y la desinvestidura antici- 
pada de tales funcionarios sólo corresponde cuando se 
den las causales incluidas en el artículo 198 de la Car- 
ta, o sea, en caso de ineptitud, omisión o delito en el 
ejercicio de su cargo o la comisión de actos que afecten 
su buen nombre o el prestigio del instituto al que per- 
tenezcan y con la correspondiente venia de la Cámara 
de Senadores. z 


"(Murmullos. Campana de orden). 


-. SEÑOR PRESIDENTE. — Habíamos resuelto pasar 
a Cuarto intermedio después que terminara el señor ile- 
gislador Ricaldoni. Exhorto a los señores legisladores ::. 
escucharlo, en silencio. o dota 
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Puede continuar el señor legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Debo aclarar, señor Pre- 
sidente, que no quiero hacer cuestión en el tema, por- 
que recién advierto que son las 21:34 horas y estoy dis" 
puesto, en cualquier momento, si alguien desea plantear 
la reconsideración de lo que acabamos de votar, a acep- 
tar el levantamiento de la sesión en este momento, por- 
que reconozco que para todos no es lo mismo retornar 
a sus domicilios, en virtud de la inminencia de este paro. 


Decía que de acuerdo con estas ideas, ha actuado de 
igual modo este Poder Legislativo al considerar la situa» 
ción de los funcionarios públicos nombrados por la dic- 
tadura anterior según resulta de las leyes dictadas has: 
ta la fecha y tal como quedó evidenciado aun antes de 
ello, al resolverse sobre los designados en esta Casa por 
el Consejo de Estado. 


Ex cierto que el tema a examen de la Asamblea Ge- 
neral tiene características específicas de extraórdinaria 
importancia porque se trata de las máximas jerarquías 
del Poder jurisdiccional del Estado, 


Se ha dicho en estos días que de prosperar la te- 
sis del Partido Colorado podría terminar siendo éste el 
único Poder no democratizado del Estado, pese a que el 
país recuperó la democracia. Pensamos, más allá de la 
espectacularidad de la afirmación, que la democratiza- 
ción del país ya se ha hecho y que de lo que se trata 
en la especie es de ir resolviendo todos los problemas 
y situaciones planteados por el tránsito de la dictadura 
a la democracia conforme a las normhs constitucionales, 
cuya vigencia nadie discute. Con ese espíritu ha actua- 
do siempre la República. Es cierto que no existen ante- 
cedentes nacionales respecto al tema que hoy estamos 
considerando y no es menos cierto que carecemos de 
estudios doctrinarios al respecto. Pero en cada oportu- 
nidad en que las autoridades democráticas encararon si- 
tuaciories y problemas generados- por un gobierno de 
facto, se trató, en el acierto o en el error, de acudir 
al derecho. Así, al convalidarse disposiciones de carác- 
ter legislativo del gobierno provisional cesado el 14 de 
febrero de 1879, la Asamblea General en los consideran: 
dos de una ley sancionada el 16 de mayo de 1879 de- 
claraba que tal propósito se hacía efectivo siguierido pa- 
ra ello los trámites constitucionales y que nada puede * 
prevalecer contra los derechos y garantías constitucio- 
nales. Así, el 29 de marzo de 1901, a su vez, la Asam- 


* blea General decretaba válidos los actos de- todas las 


autoridades existentes siempre que en los asuntos de sus 
respectivos resortes hayan procedido de acuerdo con las 
formalidades legales, artículo 2% de la ley N? 2.680, 
aprobándose igualmente los nombramientos y destitucio- 
nes que el Poder Ejecutivo provisional haya hecho du- 
rante aquel período extraordinario que presidió. Así, por 
último, en un informe de la Comisión de Legislación del 
Senado del 22 de marzo de 1901, analizando un proyec- 
to de ley relativo al gobierno provisional anterior, se ex- 
presaba que el artículo relativo a nombramientos y des" 
tituciones de empleados públicos tiene un fin útil, el de 
cerrar la puerta a quejas o a reclamaciones sobre cuya 
justicia o mérito real no sería posible abrir juicio acer- 
tado después de varios años de producidos los hechos po- 
líticos que dieron motivo real a éstos como a los demás 
actos del gobierno provisional, 


Por lo tanto, señor Presidente, la' única respuesta 
posible a las cuestiones encomendadas a la Comisión 
Especial por esta Asamblea, consiste en afirmar que los 
actuales integrantes de la Suprema Corte de Justicia y 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a me- 
nos que renuncien a sus cargos y les sean aceptadas las 
renuncias, solamente cesarán cuando ello sea el resul- 
tado de un juicio político realizado con arreglo a las 
normas constitucionales vigentes, o sea, en estricta con" 
formidad con los artículos 93 y 102 de la Constitución 
de 1967. Y ello no está sólo impuesto por consideraciones 
de estricta técnica jurídica, sino por razones que hacen 
a.la tutela de derechos inherentes a la personalidad hu- 
mana,. como dice la Constitución, o: derivados de lá for- 
ma republicana de gobierno. En nuestro medio la doc* 
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trina es unánime en cuanto a los alcances del juicio 
político. Yana Barrios, en su conocida obra “El Juicio 
Político”, decía que si bien es fundamental el principio 
de la responsabilidad de los más altos funcionarios co- 
mo garantía para la sociedad y el Estado frente al posi- 
ble apartamiento de aquéllos de la normalidad consti- 
tucional y legal, si bien debe tutelarse el interés público, 
no se puede prescindir del amparo debido al funcionario 
como condición esencial para preservarlo de las manio- 
bras maliciosas de quien O de quienes pueden tener in- 
terés en obstaculizar su función o aun de apartarlo de 
ella, De ahí, la necesidad de un procedimiento especial 
que comporte esa doble garantía. 


Justino Jiménez de Aréchaga, refiriéndose a los ca- 
racteres del juicio político, sostenía que salvo en el caso 
del Presidente de la República, solamente Cabe juicio 
político contra individuos que se encuentran actualmen- 
te en el ejercicio de una función pública, que es una 
garantía destinada a proteger a los individuos enume- 
rados por el artículo 93, mo en atención a ellos mismos, 
sino en atención a la importancia y trascendencia de 
las funciones públicas que ejercen y a la necesidad de 
impedir perturbaciones políticas injustificadas. 


Y Héctor Giorgi afirma que el juicio político es un 
proceso de tutela. del interés general y de amparo de 
los derechos individuales. j 


SEÑOR "BATALLA. 
ción, señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. — Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: en la etapa 
final de las discusiones siempre se produce un clima de 
jolgorio que, generalmente, no es proclive a los debates 
jurídicos. Sin embargo, estoy escuchando con mucha 
atención lo que está señalando el señor senador Rical- 
* doni en cuanto a los fundamentos del juicio político. A 
este respecto, muy brevemente quiero manifestar algu- 
nas consideraciones. 


Es por todos sabido que nuestro sector, el Frente 
Amplio, también se encuentra en una posición distinta 
a la que viene fundamentando, en nombre del Partido 
Colorado, el señor senador Ricaldoni. Declaro que tengo 
los mismos objetivos que él, en el sentido de que lo que 
debe hacerse, en nuestro concepto, es una interpreta- 
ción correcta de la Constitución de la República, y digo 
-que los argumentos que se están manejando con res- 
pecto al juicio político no son de aplicación para este 
caso, por cuanto tódos, sin distinción de sectores ni de 
posición, absolutamente todos hemos entendido y sos- 
tenido que se trata de funcionarios de hecho. 


(Apoyados) 


— ¿Me permite una interrup- 


—No ha habido ninguna distinción en esta califica- 
ción. Son muy claros los niveles de calidad funcional: 
funcionario legítimo, funcionario de hecho — lo que Se 
entiende en la doctrina como una investidura plausi- 
ble — y usurpador. Todos hemos entendido que nos en- 
contramos ánte funcionarios de hecho. Ademfs, digo 
que los argumentos que se están manejando con res- 
pecto al juicio político se refieren a una situación de 
exacta, precisa, total y plena normalidad institucional, 
que no es lo que se da en este caso. 


(Apoyados) 


—Aquí se está previendo el caso.de un integrante 
de la Suprema Corte de Justicia investido legítimamen- 
te, de un Presidente de la República investido legítima- 
mente, es decir, de actos de soberanía, de ejercicio de 
poderes jurídicos previstos en todo un esquema institu” 
cional, que es el que estamos tratando de aplicar correc- 
tamente en este caso. Naturalmente, los planteos y fun- 
damentos del señor senador Ricaldoni son absolutamen-: 
te indiscutibles en caso de normalidad institucional. Sin 
embargo, entendemos que cesa su aplicación, su vigen- 
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cia, cuando nos encontramos frente a funcionarios de 
hecho, casos en los cuales la Asamblea General debe 
reasumir su competencia constitucional. Por otra parte, 
esto fue lo que nosotros hicimos respecto a los actos 
legislativos de la dictadura cuando aprobamos la ley de 
convalidación. ; 


Es por esta razón que brevemente quería expresar 
algunos fundamentos sobre la materia, porque: me pa- 
rece que nos estamos internando en la determinación 
de los fundamentos de los juicios políticos y ellos no 
están en tela -de juicio. Simplemente se entiende que 
tratándose de funcionarios de hecho y de una etapa en 
la que en cierto sentido — como muy bien decía el 
señor diputado Lamas — estamos construyendo una doc- 
trina jurídica del tránsito de la dictadura a la democra” 
cia, todos tratamos de hacerlo de acuerdo con lo que 
entendemos mejor interpreta el esquema constitucional, 
que todos tenemos la obligación de respetar y de tfor- 
talecer, 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: quiero in- 
sistir sobre el tema y también contestar al señor sena” 
dor Batalla. 


Vengo sosteniendo — también lo ha hecho el señor 
senador Batalla y se ha reiterado muchas veces en Sa- 
la — que la Constitución no tiene normas que aseguren 
el tránsito de la dictadura a la democracia, y como 
existen, hemos dicho que debemos integrar y no inter- 
pretar, porque no hay normas que interpretar. Admito 
que a través del camino de integrar un orden jurídico, 
al que le falta esa norma expresa, se pueda llegar a un 
destino o a otro. 


Pero entiendo que el único camino técnicamente Co- 
rrecto, constitucionalmente correcto y moralmente co- 
rrecto es el del juicio político. Habida cuenta de las ma- 
yores dificultades para conseguir una desinvestidura, 
mediante el juicio político a través de las mayorías cons- 
titucionales exigidas y habida cuenta de que esas ma- 
yorías son más exigentes que las que podría significar, 
lisa y llanamente, prescindir de la desinvestidura, por- 
que no hay ninguna mayoría que respetar, digo que el 
juicio político por sus propias características es el que 
da las mayores garantías de respeto de todos los dere- 
chos que están en juego, cada vez que se juzga o se 
trata de personas, ya sea funcionarios de derecho p de 
hecho. Este mismo criterio lo hemos venido aplicando 
cuidadosamente en este Parlamento desde el 15 de fe- 
brero de 1985. Y lo hemos realizado con los propios fun- 
cionarios de este Parlamento a través de leyes y, sin 
duda, que también lo van a realizar los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados. Si esto es así, ¿qué 
objeciones puede haber para hacer una integración que 
permita que la solución del problema creado con la Su- 
prema Corte de Justicia y el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo sea Compatible y no violatoria de ese ar- 
tículo 72 de la Constitución de la República que consa- 
gra genéricamente una enorme cantidad de derechos 
inherentes a la personalidad humana y a los que tam- 
bién tienen derecho todos los funcionarios de hecho? 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR RICALDONI. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estoy escuchando con suma 
atención la erudita exposición del señor legislador Ri- 
caldoni, pero advierto que en la última parte de su ar” 
gumentación me entra una suerte de perplejidad, como 
le gusta decir al doctor Chiarino. 


El señor legislador Ricaldoni está expresando que la 
única manera de recurrir por vía de integración de una 
situación que no ha sido prevista en la Constitución de 
la República para solucionar este caso, es la del juicio 
político y que eso es coherente con la forma en que se 
ha venido actuando en la República desde el 15 de fe- 


94—A.G. 


brero por parte de este Parlamento respecto a los actos 
legislativos del Consejo de Estado, con referencia a los 
- funcionarios ilegalmente destituidos por la intervención 
del Palacio Legislativo y con lo que se está haciendo y 
_ se va a hacer con los Entes Autónomos y Servicios Des- 

centralizados. Advierto que este es el argumento más 
claro, concluyente y absolutamente irrebatible para sos- 
tener con claridad la improcedencia de la tesis que Con 
superabundancia de argumentos y citas jurídicas está 
haciendo el señor legislador Ricaldoni. La Universidad de 
la República, la Administración Nacional de Enseñanza 
Pública, el Senado y la Cámara de Representantes de- 
clararon la nulidad de las destituciones de sus funcio" 
narios, y el Parlamento, al sancionar la Ley NY 15.738, 
establecía con claridad que los actos legislativos del Con- 
sejo de Estado eran nulos, por emanar de un órgano 
inexistente en la Constitución de.la República; al con- 
validarse leyes — facultad que no existe en la Consti- 
tución — y actos legislativos de un órgano de facto y al 
arrogarse la potestad de derogar y aún de anular actos 
legislativos, se parte de la premisa indiscutible de que 
los actos dictados por órganos constitucionalmente ine- 
xistentes, que han usurpado competencias constituciona- 
les de los órganos previstos en la Constitución de la 
República, son radicalmente nulos, como también era 
radicalmente nula la designación por parte del Consejo 
de la Nación de los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Y ello por la razón elemental de que el Consejo de la 
Nación no existe en la Constitución de la República, no 
puede designar a nadie y mucho menos a los miembros 
de la Suprema Corte de Justicia. Por lo tanto, estos 
miembros carecen de toda investidura. 


Con todo respeto por la: Opinión del señor legislador 
Ricaldoni no alcanzo a entender cuál es el hilo-de su 
razonamiento, porque me parece absolutamente contra- 
dictorio con lo que él ha venido exponiendo. Si hemos 
partido del supuesto de la nulidad de los actos legisla- 
tivos del Consejo de Estado; si la Universidad de la Re- 
pública en ejercicio correcto de sus atribuciones jurídicas 
establece que los actos administrativos de la interven- 
ción de dicha Universidad son nulos; si lo mismo hace 
ANEP al afirmar que son nulas las destituciones dicta- 
das por el CONAE y si lo mismo hicimos nosotros al de- 
clarar nulas las destituciones. dictadas por la intervención 
del Palacio Legislativo, ¿con qué argumentos jurídicos 
se va a decir que son válidas las designaciones del Con- 
sejo de la Nación? Por la misma razón elemental de ló- 
gica y de coherencia jurídica tenemos que decir que las 
designaciones realizadas por el Consejo de la Nación son 
nulas. ¿Quién le dio competencia -al Consejo de la Na- 
ción para designar a los miembros de la Suprema Corte 
de Justicia? ¿En qué norma de la Constitución surge es- 
to? Esto-surge de los actos institucionales que el 30 de 
. noviembre de 1980 el pueblo declaró nulos cuando se 
negó a convalidarlos. Hay pues una manifestación ex- 
presa del soberano diciendo que los actos institucionales 
no rigen en la República. Entonces, ¿con qué argumentos 
se puede decir que la tesis que se aplica para los actos 
legislativos del Consejo de Estado y para los actos le- 
gislativos de todos los órganos de este país no se puede 
aplicar también a los actos administrativos de la Asam- 
blea General? ¿Por qué el Consejo de la Nación puede 


usurpar las competencias administrativas de la Asam- 


blea General y ahí no se puede declarar la nulidad? 


Me manifiesto completamente incompetente para 
comprender cuál es el hilo conductor de este razona- 
miento del señor legislador Ricaldoni que, con todo res” 
peto por su exposición, me parece que es absolutamente 
ilógico. 

SEÑOR RICALDONI. — Este tema puede profundi- 
zarse en la próxima sesión.. Pero con el respeto personal 
e intelectual que le dispenso al señor legislador Agul- 
rre... 


SEÑOR AGUIRRE, — Es recíproco, 


SEÑOR RICALDONI. -— Muchas gracias. Sé que es 
recíproco. , 


El señor 'legislador Aguirre plantea qué facultad tie- 
ne el Consejo de la Natión para nombrar a los Minis- 
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tros de la Suprema Corte de Justicia y a los miembros 
del Tribunal de lo Contencioso Adminisrativo, Esto sé 
estudió mucho en teoría política y existen una canti- 
dad de explicaciones, y hay una que no nos gusta a 
ninguno de nosotros, pero es una explicación que tiene 
una respuesta realista: tienen el poder de la fuerza; 
mandan porque pueden mandar; dictan normas porque 
tienen la: fuerza para dictarlas, al margen y violando 
la Constitución. Por eso — todos nosotros lo hemos re- 
pasado en estos días — existe un enorme lote de admi- 
nistrativistas nacionales y extranjeros que dicen que 
cuando viene una quiebra de las instituciones la pri- 
mera etapa indica que quienes las quiebran y usurpan 
las funciones constitucionales son, nada más ni nada 
menos, que usurpadores. Pero cuando con el correr del 
tiempo se va consolidando esa quiebra institucional, se 
van convirtiendo en funcionarios de hecho. Y no hay 
otra alternativa que reconocerlo, porque si así no fuera 
se nos caería al suelo, a pedazos, toda esa teoría que 
se desarrolla a partir de la idea de los funcionarios de 
hecho y que tiene que ver con los derechos adquiridos 
a partir de los actos dictados por estos funcionarios in- 
OS mediante procedimientos reñidos por la Cons- 
itución. 


Me pregunta también el señor legislador Aguirre 
cómo si pudimos anular leyes y la Universidad pudo 
hacer tal o cual cosa nosotros no podríamos “nombrar 


- sin desinvestir. Naturalmente que no es lo mismo, aun- 


que quizás haya un parentesco lejano entre declarar 
nula determinada ley por el Parlamento y esto de lo 
que estamos hablando en el día de hoy. Pero debemos 
tener presente que de lo que se trata es que el Parla- 
mnto pueda anular si tiene competencias para ello, No 
me quiero introducir en la cuestión — sobre la que ten- 
go muchas dudas — relacionada con la competencia del 
Parlamento para anular leyes. Y esta no es una duda 
que tenga yo solamente, sino que también la comparten 
otros señores legisladores. He votado en la duda y qui- 
zás hubiera otro camino, pero quienes votaron conven: 
cidos la posibilidad de decretar la nulidad de determi- 
nadas leyes lo hicieron pensando que ello se hacía con 
arreglo a un orden constitucional vigente en el mo- 
mento de declarar esa nulidad. De lo que se trata en 
este caso -—y por eso no veo contradicción en mis pala- 
bras, contrariamente a lo expresado por el señor legis- 
lador Aguirre — respecto a los actuales miembros de 
la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, es de saber si tenemos una 
competencia constitucional expresa o implícita que nos 
permita nombrar sustitutos sin desinvestir a los ante- 
riores miembros, como se supone que tenemos la de 
anular las leyes anteriores. 


Es un problema que consiste en determinar cuáles 
son las competencias que tiene el Parlamento en la ma- 
teria que hoy nos ha convocado. Esto, naturalmente, es 
un tema opinable, ya que no existen normas en la Cons" 
titución. Entonces, ¿cuál es el camino a seguir? Entien- 
do que se puede integrarlas yendo hacia un destino u 
Otro a través de la aplicación de una técnica jurídica. 
Creo, sí — lo reitero — que la única forma de integrar 
escrupulosamente las normas constitucionales es la de 
juicio político, Admito la discrepancia, pero esta figura 
es, a mi entender, la que encuadra dentro de lo que 
puede hacer el Parlamento y que en nada agrede al 
orden constitucional vigente. En efecto, la norma del 
juicio político existe; loque sí habría que ver es si que- 
remos utilizarla, pero es lo que corresponde. Ese es el 
punto de vista que yo estaba, sosteniendo y por lo tanto 
no hay contradicción con lo manifestado anteriormente. 


Me siento un tanto responsable de que esta sesión 
se esté dilatando, a lo que también ha contribuido la 
gentileza del señor legislador Batalla. Reitero que na 
tengo inconveniente en continuar con mi exposición. Tal 
vez se le pueda crear inconvenientes a algún legislador, 
por lo que no me sentiría menoscabado si se levantara 
la sesión pasando a cuarto intermedio hasta 'el día 'en 
que pl acuerde continuar con el tratamiento de este 
asunto. . y e 
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SEÑOR BARRIOS ANZA. — ¿Me Permite una inte- 
rrupción, señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Tarigo). — Puede interrum- 
pir el señor legislador. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. — He escuchado con mu- 
cha atención la exposición del señor legislador Rical- 
doni, pero veo que en los otros Poderes del Estado, el 
Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, no hubo nece- 
sidad de desinvestir a los funcionarios de hecho, El Po- 
der Ejecutivo tomó posesión sin desinvestir a quien de- 
tentaba la Presidencia de la República. Nosotros, los 
legisladores, tomamos posesión sin desinvestir a quie- 
nes detentaban la funcion legislativa. Entonces, no veo 
por qué razón no podemos nombrar a aquellas perso” 
nas que van a ejercer la cabeza de un Poder del Es" 
tado, como es el Poder Judicial, sin que sea necesario 
desinvestir a los anteriores. Son funcionarios que no 
han sido nombrados por nadie, que O0cupan una fun" 
ción de hecho, y no creo que sea necesario hacerle a 
ellos juicio político, sino se hizo con los otros. 


SEÑOR RICALDONI. — Se trata de un problema 
distinto. ¿Por qué no hubo que desinvestir al Presiden- 
te de la República o a los coroneles interventores de 
las intendencias o a los interventores, militares o civi- 
les, del proceso, que ocupaban Entes Autónomos O Ser- 
vicios Descentralizados? Por una razón casi perogru- 
llesca: porque se fueron. Imaginémonos que nosotros 
nos hubiéramios instalado en este Parlamento y el Ge- 


neral Alvarez se hubiera negado a retirarse de la Pre-- 


sidencia, Naturalmente que hubiéramos .tenido que de- 
sinvestirlo de su cargo, pues otra cosa no podíamos 
hacer. Imaginemos que hubiera quedado algún director 
de un Ente Autónomo o un Servicio Descentralizado 
amarrado a su sillón. También en ese caso hubiéramos 
tenido que aplicar la Constitución. Esto, justamente, 
puesto en blanco y negro, es lo que está en juego: có- 
mo sacarnos de encima los últimos atisbos de la dicta- 
dura, es decir, si lo hacemos con la Constitución en la 
mano o inventando normas que no tienen respaldo en 
ella. Esto lo expreso con todo respeto a la posición con- 
traria que sostienen el Partido Nacional y el Frente 
Amplio. Esta es la respuesta que podemos dar en estos 
momentos al señor legislador. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — $í, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Tarigo). — Puede interrum- 
pir el señor legislador. 


SEÑOR TOURNE. — He seguido con atención el 
orden de las consideraciones jurídicas y políticas que 
ha estado realizando el señor legislador Ricaldoni. El 
plantea. prácticamente, que lo que tenemos en el orden 
de las decisiones es un problema de integración consti- 
tucional, en el que no sería aplicable la interpretación 
de la Constitución frente a la carencia de normas que 
regulen el tránsito de una dicátadura a un proceso de 
institucionalización democrática del país. En definitiva, la 
consideración subyace en que la plenitud del orden ju- 
rídico exige su integración y, por lo tanto, la aplicación 
de ciertos institutos sin los cuales sería imposible remo- 
ver a estos funcionarios. 


En este caso creo que estamos manejando términos 
absolutamente incompatibles. En primer lugar, lo que 
existe noes un problema de laguna del derecho o jurí- 
dica, sino que esto es un océano. La -diferencia que 
existe entre el mecanismo de un régimen" constitucional 
y una dictadura es algó que atañe no a un “quantum” 
fenómeno lógico jurídico sino a una calidad y ésta de- 
termina claramente la incompatibilidad de la aplicación 
de un cierto tipo de normas al fenómeno de la juridi- 
cidad de la dictadura las normas del régimen consti- 
tucional. Entonces, acá no se trata de un problema de 
integración constitucional. 
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¿Qué es lo que nosotros tenemos como realidad po- 
lítico-jurídica? La dictadura creó su sistema para satis" 
facer sus necesidades. Ese sistema lo llevó al estableci- 
miento de su proceso revolucionario, como lo determi- 
nan muy claramiente los actos institucionales. Entonces, 
entramos en una categoría que podemos llamar feno- 
menológica jurídica y que es la del proceso revolucio- 
nario de la dictadura. Ello lo lleva a establecer las for- 
mas de expresión de la dictadura y esas formas fueron 
su Consejo de Estado, su Consejo de la Nación y la uti- 
lización de esos métodos reguladores jurídicos para pro- 
veer el Estado de la dictadura, que es un Estado muy 
particular, propio y específico. No es el Estado del régi- 
mien constitucional. > 


Por tanto, cuando termina esa dictadura, concluye 
en forma absoluta; cuando el proceso llega a su punto 
final nos encontramos en que la legalidad constitucio- 
nal aplica las normas. No se trata de un proceso de in- 
tegración ni de interpretación constitucional. Estamos. 
frente a un proceso de aplicación de la Constitución. 
Esta es, pues, la discrepancia básica y esencial que ad- 
vierto en el razonamiento del señor legislador Rical- 
doni — a quien mucho respeto — quien considera que 
las categorías jurídicas que están en juego permiten un 
fenómeno de interpretación o integración jurídica. Y 
acá lo que Ocurre es que el régimen democrático advie- 
ne al orden del Estado y estatuye el Estado democrá- 
tico y aplica la Constitución democrática. En consecuen- 
cia, como fruto de ella, llena los cargos que correspon- 
de en los distintos niveles institucionales del Estado. ¿Por 


: qué? Porque la actuación de la dictadura termina en el 


momento mismo en que se puso fin al proceso y enton- 
ces, los cargos que llenó el Consejo de la Nación, los 
Ministros que proveyó esa pseudo Corte de Justicia, tu” 
vieron su punto final en el momento en que adviene el 
régimen democrático. Aquí, simplemente, constatamos el 
hecho; éste es un pronunciamiento de la Asamblea Ge- 
neral por el que se comprueba la caducidad de la dic- 
tadura y el proceso, en el que se provee la totalidad de 
los cargos, conforme a las normas de la Constitución de 
1967. - 


En resumen, no existe un problema de integración 
ni de interpretación del derecho. Lo que sí debemos ha- 
cer en este país — y ahora en la Asamblea General —- 
es aplicar el derecho, a aplicar la Constitución 


SEÑOR ZUMARAN. — Quisiera mocionar ante el 
Cuerpo la reconsideración de la votación anterior. Te- 
niendo en cuenta lo avanzado de la hora y que aún hay 
muchos funcionarios trabajando en el Palacio Legisla- 
tivo, los cuales pueden tener problemas para llegar a 
sus domicilios antes de que se inicie el paro, me permi- 
to mocionar en el sentido de decretar ya un cuarto in- 
termedio hasta el día viernes, a efectos de seguir es” 
cucnando con atención la interesante exposición que vie- 
ne realizando el señor legislador Ricaldoni. 


8) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar si se levan- 
ta la sesión hasta el día viernes a la hora 18.00. 


(Se vota:) 
—72 en 72, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Asamblea. pasa a cuarto intermedio hasta el día 
viernes a la hora 18.00. 


9 SE LEVANTA LA SESION 


(Es la hora 22 y 05). 


Dr. ENRIQUE TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dr. Héctor Clavijo 
Secretarios 


Dn, Freddy A. Massimino 
Enc. del Cuerpo de Taquigrafos del Senado 
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